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			Prólogo a la segunda edición 






	    	Virginia Maquieira


	    	

	    	 






	    	Que este libro se publique en su segunda edición supone una gran satisfacción a la vez que agradecimiento por una acogida que fue mucho más allá de todo lo esperado. Agradecimiento también a la editorial que ha vuelto a apostar por este texto publicado originalmente en 2006 y ahora lo hace en una edición revisada y aumentada con el fin de que este libro siga vivo. Para esta edición se han revisado los textos iniciales en aquellos aspectos que eran necesarios, tales como la actualización de datos relevantes y del repertorio bibliográfico, así como la incorporación de algunos fenómenos sociales, políticos e institucionales que se han producido en el tiempo transcurrido desde la publicación de la primera edición y que se han considerado pertinentes en los diversos textos. No obstante, en el conjunto del libro y en cada uno de los capítulos se han mantenido los mismos objetivos y la misma línea argumental. 




			Asimismo se incorporan dos capítulos nuevos que iluminan desde temáticas diferentes la relación entre globalización y derechos humanos desde una perspectiva feminista, y ambos se articulan con los objetivos e hilos conductores del libro, tal y como se recogen en la introducción. Uno de los artículos plantea la dinámica de los flujos financieros de la Ayuda Oficial al Desarrollo en el marco de los acuerdos internacionales que los regulan y se analizan sus consecuencias para los derechos de las mujeres. El otro, desarrolla la construcción del derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia, tal y como se establece en la Ley mexicana aprobada en 2007. Es obligado, por tanto, dar cuenta resumida de sus aportaciones. 




			El capítulo de Carmen de la Cruz titulado “Financiación para el desarrollo, género y derechos de las mujeres”, analiza el significado de las nuevas propuestas sobre la Ayuda Oficial al desarrollo (AOD) y su eficacia desde una perspectiva de género. Estas propuestas responden a las reformas que a nivel internacional se han realizado como resultado de los acuerdos tomados por los países donantes, sus gobiernos socios de países en desarrollo y las instituciones internacionales, para mejorar el sistema de gobernabilidad económica mundial y el fortalecimiento de la coordinación de los mecanismos de los países donantes. Dichos acuerdos surgieron, entre otros factores, por la crisis percibida en la cooperación al desarrollo y la necesidad de examinar la cantidad y la calidad de la ayuda aportada, así como responder a los requerimientos de los países para alcanzar las metas de desarrollo acordadas internacionalmente. Entre estos acuerdos tienen un papel destacado los Objetivos de Desarrollo del Milenio, que tienen como finalidad reducir para el año 2015 el número de personas viviendo en la pobreza, mejorar sus condiciones sociales de salud, educación, empleo, apoyar la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y proteger el medioambiente. Con este propósito, el texto revisa en su primera parte los debates actuales sobre el desarrollo, así como los antecedentes de esta reforma denominada la “Nueva Arquitectura de la Ayuda”. 




			La autora se pregunta si estos nuevos enfoques, las modalidades de la ayuda y los recursos movilizados, están promoviendo avances en la aplicación de los compromisos de igualdad de género y de derechos de las mujeres acordados por los gobiernos en los años 90 en el espacio internacional. También se pregunta sobre la participación de las redes y organizaciones de mujeres en estos procesos. Para revisar estos aspectos se analizan los marcos internacionales de la financiación para el desarrollo y los acuerdos internacionales en materia de derechos de las mujeres así como los compromisos de los gobiernos y la movilización de recursos para el desarrollo. Asimismo, el texto sistematiza y analiza las aportaciones que desde una perspectiva de género se están realizando en torno a esta nueva agenda y los aspectos más significativos del debate que se está llevando a cabo como consecuencia de los cambios en el discurso y en la asignación y distribución de los flujos de ayuda para el desarrollo y concretados en la reciente Declaración de París. La autora concluye señalando que los resultados alcanzados en estos procesos muestran la amplia brecha existente entre las aspiraciones feministas de transformación social y los limitados, aunque importantes logros, en la Ayuda al Desarrollo. 




			A partir de esta constatación, identifica una estrategia de doble vía. Por un lado, la necesidad de demandar el cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos en la reforma de la ayuda y, por otro, revisar las agendas feministas y su relación con el desarrollo desde una perspectiva más amplia, es decir, que tenga en cuenta las desigualdades del sistema financiero y económico global, entre cuyos aspectos relevantes se encuentra el tema de la deuda y los términos desiguales del comercio. Para avanzar en este propósito señala tres elementos centrales. En primer lugar, la necesidad de “repolitizar” el proyecto del feminismo en su compromiso con el desarrollo y dar respuestas a los nuevos escenarios globales y sus relaciones económicas en un ambiente de especulación de los mercados. En segundo lugar, la autora aboga por la revitalización del discurso y la práctica de los derechos desde una ética de justicia socioeconómica y de justicia de género y no desde una versión instrumental donde las mujeres son consideradas útiles para el desarrollo. Por último, defiende la promoción de una verdadera arquitectura de género en el sistema global de desarrollo. 




			El capítulo de Marcela Lagarde titulado “El derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia” desarrolla la construcción de este derecho en México con la elaboración y aprobación de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia que entró en vigor el 2 de febrero de 2007. Lagarde como antropóloga feminista y legisladora del Congreso Mexicano durante el período 2003 a 2006, dirigió la primera investigación nacional sobre feminicidio y violencia de género con el aval del Congreso. Hasta entonces la legislación para enfrentar la violencia contra las mujeres en México, como en otros países de América Latina, se denominaba de Violencia Familiar o Intrafamiliar y estaba inscrita en el derecho de familia. Pero lo que resultó fundamental para que diversas fuerzas políticas, organizaciones e instituciones consideraran la violencia contra las mujeres como un problema político para el país fueron los crímenes contra niñas y mujeres en Ciudad Juárez. Entre 1993 y 2006 fueron asesinadas más de 400 mujeres en un municipio de millón y medio de habitantes en aquellos años. En este capítulo se da cuenta de la genealogía intelectual feminista que dio soporte a la investigación diagnóstica y cuyos resultados y entramado conceptual posibilitó que un grupo de legisladoras elaboraran la Ley, trasladando categorías teóricas feministas a categorías jurídicas. 




			Se trata de una Ley General que establece condiciones jurídicas para brindar seguridad a todas las mujeres, es aplicable en todo el territorio nacional y es obligatoria para los tres órdenes de gobierno. La Ley está estructurada por varios principios jurídicos: la dignidad, la integridad, la igualdad, la libertad y la seguridad. Armoniza con la filosofía de los derechos humanos, con énfasis en los derechos humanos de las mujeres reconocidos en la Conferencia de Viena en 1993 y con los instrumentos internacionales suscritos por México en materia de eliminación de la discriminación y la violencia contra las mujeres. Asimismo se inscribe en un conjunto de transformaciones jurídicas construidas en las últimas décadas en México que suponen un avance cualitativo en la medida que suponen el reconocimiento de la diversidad de sujetos emergentes, conformados a partir de su diferencia y de diversas formas de opresión y su inclusión como sujetos jurídicos con plenos derechos al reconocer la condición humana de todos en igualdad. 




			La violencia, los crímenes y las muertes evitables fueron analizados en su compleja relación con formas de exclusión, discriminación y explotación de las mujeres, no sólo de género, también de edad, clase, etnia y condición social territorial (regional y municipal). Ese conjunto de articulaciones, fueron analizadas a la luz de la inseguridad, la ilegalidad, y la delincuencia imperante en sus sitios de vida o derivadas de situaciones de riesgo como la exclusión, la marginación y la migración. Así, el conocimiento del problema que se inició con los homicidios de mujeres y niñas, permitió correlacionar las muertes violentas con otros tipos de violencia: violencia sexual, física, psicológica, laboral y patrimonial que adquieren diversas modalidades según el ámbito donde ocurren: familiar, laboral, educativo, en la comunidad y en el ámbito institucional. Y todos estos tipos y modalidades fueron estudiadas en relación a la violencia feminicida, categoría que fue definida y utilizada en la investigación y recogida en la Ley que en su artículo 21 la define de la siguiente manera: «Violencia feminicida, es la forma extrema de violencia de género, contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres». 




			La autora concluye analizando la importancia de la Ley como política gubernamental y su retroalimentación con la teoría y la política feminista pero, al mismo tiempo, señala que esta gran iniciativa requiere de una gran movilización social e institucional para ir construyendo de manera simultánea en las treinta y dos entidades federales esta nueva estructura jurídica, para lograr que el nuevo marco jurídico se aplique y sea un recurso efectivo en la erradicación de la violencia contra las mujeres. 




			Es difícil poner punto final a un libro que por su objeto de investigación y por los desafíos que señala es más un proceso abierto e inacabado que una tarea concluida. Conforme fuimos poniendo a punto esta segunda edición se fue haciendo más acuciante dar respuestas a lo que se iba perfilando en los medios de comunicación, en los informes de urgencia y en las declaraciones políticas como “crisis global”. La crisis financiera y económica, que irrumpió en nuestras vidas como si se tratara de una fuerza natural impredecible, se iba revelando como un escenario creciente de incertidumbre y riesgo pero carente de análisis multidimensionales que sacaran a la luz las realidades sumergidas bajo los tecnicismos financieros que aprendimos a devorar en los periódicos en el intento de comprender el mundo en el que vivimos. Como sabemos, la investigación y el pensamiento tienen un tiempo pausado ineludible, pero no por eso menos necesario y eficaz. Por tanto, no era posible reconducir de urgencia este texto ni escribir otro nuevo sobre el tema. 




			Sin embargo, en este libro se plantean suficientes cuestiones que siguen siendo relevantes no sólo para el diagnóstico del presente sino también para diseñar alternativas de futuro. Criticamos en este libro que la globalización en determinadas teorizaciones se transformó en ‘globalismo’, es decir, en una perspectiva ajena al mundo como si se tratara de una entidad metafísica que niega la historicidad y la agencia humana. Por tanto, no hay agentes responsables en una visión globalista del mundo. Nos alejamos así de visiones teleológicas y en cierto modo opacas, para las cuales la globalización es un juego anónimo de fuerzas del mercado que no sólo invisibiliza las responsabilidades de actores sociales concretos, sino que también impide detectar y reconocer las propuestas de cambio de quienes no renuncian a que otro mundo sea posible. La crisis financiera ha permitido identificar con nitidez a los responsables de los procesos y mecanismos que parecían automatismos ciegos de los flujos financieros. Para emprender nuevos caminos es necesario adoptar una nueva ética guiada por el principio de responsabilidad por el que somos responsables de lo que le ocurre a todo ser humano y, se ha de dar cuenta de los males ocasionados a quienes padecen localmente las injurias globales. En este sentido, es importante también preguntarse quienes son responsables del incumplimiento de los derechos humanos de las mujeres. 




			Abordar los cambios para una nueva época requiere superar, como se defiende en este libro, la fragmentación de los derechos humanos y la fragmentación de la acción política para la consecución de cambios estructurales. En este sentido, es ineludible la incorporación del conocimiento feminista para el diseño de nuevas posibilidades de vida en común y de legitimación democrática. Como se señala también a lo largo de estas páginas es imprescindible asumir la crítica feminista al conocimiento hegemónico que ha desvinculado la economía y la política; lo público y lo privado; el trabajo productivo del trabajo reproductivo; el crecimiento económico del bienestar y la seguridad humana, ocultando así la dinámica real de la vida social y los mecanismos de desigualdad. 




			Que las mujeres son generadoras del bienestar común es algo que queda bien documentado a lo largo de estas páginas, pero también queda demostrado que su ingente trabajo no se transforma en recursos propios y que, paradójicamente, están ausentes de la toma de decisiones de las políticas financieras, monetarias y comerciales, del diseño de las políticas económicas, así como del control de los sistemas fiscales y de los pactos sociales que regulan las relaciones laborales y el empleo. Las soluciones que requiere el momento actual no residen en apelar nuevamente a las mujeres y su posición estructuralmente construida como solución a muchos de los problemas generados por la crisis global. La búsqueda de nuevas interrelaciones económicas, políticas, sociales e institucionales ha de poner en el centro de sus preocupaciones el cumplimiento de los derechos humanos de las mujeres para lograr su inclusión en una ciudadanía plena garantizando su seguridad física y jurídica en el marco de democracias transparentes y eficaces. 
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			La identificación de los derechos de las mujeres como derechos humanos representa uno de los logros más significativos de la historia contemporánea que se produjo de manera explícita en los acuerdos internacionales al inicio de los años noventa del siglo XX. La inclusión de la mitad de la humanidad en la categoría de lo humano y el reconocimiento de los derechos de las mujeres como prueba del ideal civilizatorio de los derechos humanos fue un paso más en la larga historia del feminismo cuya influencia había comenzado mucho antes produciendo importantes redefiniciones en el conjunto de los derechos humanos. Durante la década de los noventa los principales acuerdos, ideas y demandas en relación con los derechos humanos de las mujeres atravesaron las fronteras territoriales y culturales reconfigurando las identidades y las aspiraciones de las mujeres en el marco legal, socioeconómico y político de sus comunidades. En este sentido se ha afirmado que el nuevo milenio tiene «la marca de la humanidad de las mujeres» (Lagarde, 2005: 15). Estos acontecimientos fueron provocados por la proyección amplificadora del feminismo a través de un extenso y diverso movimiento de mujeres a escala planetaria que hizo posible la articulación de los ámbitos locales, regionales e internacionales. Fue posible también por la estructura de oportunidad que supusieron las Cumbres Mundiales organizadas por Naciones Unidas y la creación de instituciones en los ámbitos estatales y supranacionales que fueron soporte y a la vez vehículo de las aspiraciones de las mujeres. 




			Estos procesos ponen en evidencia las diversas formas de configuración de lo global en la actualidad. Supone admitir una visión de la globalización como proceso multidimensional, cuya característica definitoria no viene sólo por las relaciones económicas sino también por las relaciones políticas, culturales, ideológicas, jurídicas y tecnológicas. Junto a la interconexión de las actividades económicas a nivel mundial a través de los flujos de capitales y finanzas se produce también la circulación e interconexión de ideas, personas, símbolos, imágenes, instituciones y visiones de un mundo deseado que traspasan las fronteras de estados, regiones y culturas. Asimismo, se crean nuevas formas de organización social y comunicación y redes de conciencia global con consecuencias de largo alcance. Este carácter multifacético de la globalización permitiría hablar de globalizaciones en plural, pero prefiero mantener el término en singular porque subraya la «pertenencia a un sólo mundo» (Gregorio Gil: 2002), desigualitario, diverso y atravesado por múltiples paradojas y contradicciones. 




			Hoy es posible afirmar que la globalización vincula y disgrega, crea riquezas sin precedentes y a la vez pauperización, genera una homogenización de pautas de comportamiento, productos de consumo y estilos de vestir y al mismo tiempo activa la reivindicación de diferencias culturales, elimina o hace permeables las fronteras y, a la vez, mantiene vigiladas las fronteras de género para reproducir un enorme diferencial de renta, poder y prestigio. 




			Desde una perspectiva epistemológica, acercarnos al objeto de estudio desde sus contradicciones es lo más interesante y enriquecedor que una cultura puede ofrecer al análisis antropológico, lo cual nos exige buscar nuevas soluciones para integrar elementos que parecen excluirse mutuamente (Moral, 2000: 125). La dimensión epistemológica tiene consecuencias prácticas, porque incorporar a los análisis las paradojas y contradicciones de la globalización permite explorarlas como oportunidades y potencialidades para articular formas progresistas de acción política (Harvey, 2000). La globalización no es ajena a la acción social, es un proceso que se construye y, por tanto, un espacio de lucha sobre sus significados, prácticas y alternativas. En este sentido una paradoja clave que recorre este libro es que la globalización es para las mujeres el contexto y la posibilidad de afianzar su lucha en pro del derecho universal de toda persona a ser tratada con dignidad y respeto como miembro de pleno derecho de nuestra especie. La apelación a los derechos humanos de las mujeres es una cuestión global, porque es tanto una respuesta a los fenómenos y condiciones degradantes que conlleva la globalización como una consecuencia de las nuevas formas de comunicación, de organización social y de acción colectiva junto a la creación de instituciones multilaterales que les dan expresión práctica. 




			Del mismo modo es importante contemplar los derechos humanos como un producto histórico, consecuencia de la acción humana, cambiantes y como proceso inacabado. Son también un espacio de debate, de pactos y negociaciones que se insertan en el marco de relaciones sociales de desigualdad. Emergen así desde una perspectiva dual, desde sus beneficios y oportunidades como desde sus carencias. En este sentido, el sistema de derechos humanos, entendido en términos de discursos, garantías jurídicas, prácticas e instituciones, se ha convertido desde mediados del siglo XX en el lenguaje predominante de la justicia social a escala planetaria. 




			Es en este marco donde han surgido movimientos sociales y nuevos actores sociales que demandan ser escuchados en la escena mundial y local al reivindicar su inclusión como titulares de derechos, y al hacerlo ponen de manifiesto las contradicciones entre los ideales y la realidad, las contradicciones y tensiones entre las mismas formulaciones de los derechos y, a la vez, pretenden redefinir sus contenidos y la extensión de los mismos. En este proceso el movimiento feminista ha jugado un papel preponderante en la redefinición de los derechos humanos en su conjunto y ha propiciado, en este proceso inacabado, las demandas de nuevos colectivos de mujeres que han hecho y están haciendo visibles sus condiciones de vida, que no habían sido reconocidas en las formulaciones y acuerdos internacionales iniciales. 
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			Este libro es la consecuencia de una investigación, que tuve la satisfacción de dirigir durante el periodo 2002-2005, en la cual nos planteamos, a partir de las consideraciones anteriores, conocer las oportunidades y limitaciones de los procesos de globalización y las repercusiones que conllevan en la vida de las mujeres. Asimismo, pretende analizar los procesos de cambio protagonizados por ellas como sujetos de transformación para redefinir los conceptos y prácticas de los derechos humanos y hacerlos efectivos en un mundo desigualitario. Esta tarea supone también cuestionar los marcos androcéntricos del conocimiento y de las prácticas económicas, políticas y jurídicas. Finalmente, nos proponemos generar nuevos datos, categorías y reflexiones capaces de «hilvanar hilos violeta que marquen nuevas líneas estratégicas para que otro mundo sea posible» (Amorós, 2005: 332). 




			La investigación se articula a través de un marco general titulado Mujeres, Globalización y Derechos Humanos y seis casos intensivos de estudio. Dichos casos son: 1. La equidad de género y los Derechos Humanos en el Marco Internacional y Europeo, 2. Trabajo para el Desarrollo: aproximación a las características actuales en las regiones latinoamericana y europea, 3. Mujeres mayores: nuevos derechos para nuevas realidades, 4. El Derecho a la movilidad libre y segura, 5. Los límites a los «valores asiáticos»: derechos humanos y equidad de género en China, 6. Mujeres lesbianas y derechos humanos. Cada uno de estos casos de estudio constituye un capítulo diferenciado de este libro, pero guardan relación con el marco general y entre sí como producto del proceso de investigación desarrollado. 




			La investigación aúna perspectivas históricas, sociológicas y antropológicas, necesarias para afrontar el objeto de estudio, y partimos del supuesto teórico-metodológico de la necesidad de realizar análisis intensivos y contextuales que conecten los ámbitos locales con los globales y transnacionales. Estos estudios permiten analizar las necesidades y demandas de los actores sociales, los significados atribuidos a sus vidas y cómo y por qué los derechos humanos son apropiados y redefinidos en el marco de relaciones sociales asimétricas en un escenario de interconexión global. Se parte también de una concepción del género como estructura que atraviesa otras determinaciones socioestructurales tales como la clase, la edad, la posición en el orden mundial y la opción sexual, en la medida en que las mujeres se encuentran en una situación de desventaja con respecto a los varones de su misma condición y estatus social pero, a la vez, se intenta dar cuenta del modo en que las diversas formas de estratificación se interrelacionan en la vida de las mujeres. 




			En el capítulo, «Mujeres, globalización y derechos humanos», Virginia Maquieira plantea un marco general en el que se establecen los supuestos conceptuales sobre la globalización entendida como un complejo proceso de interdependencia que permite la circulación de capitales, bienes, personas, ideas, símbolos e imágenes a través de las fronteras culturales, estatales y regionales. Se analizan las características, dimensiones y contradicciones de la globalización, así como su relación con los derechos humanos en cuanto concepto y sistema, es decir, lo que atañe a sus formulaciones, discursos, prácticas e instituciones. Se asume una visión procesual de la globalización y de los derechos humanos, de su historicidad y contradicciones. Procesos, por tanto, abiertos e inacabados y productos de la relación dialéctica entre estructura y acción humana. Se replantean, desde una perspectiva de género, algunas de las características asociadas a la globalización tales como: la reorganización del tiempo y el espacio y la des-territorialización y localización de los procesos para contemplarlos como la posibilidad de trascender los espacios y tiempos asignados a las mujeres y para ello es necesario superar las condiciones materiales y las retóricas que mantienen las fronteras de género. 




			Se argumenta que la apelación a la universalidad de los derechos humanos es también una cuestión global: es tanto una reacción frente a las consecuencias negativas que la globalización genera como la oportunidad de crear una nueva y efectiva universalidad a través de la responsabilidad humana y de nuevas formas de sociabilidad y organización social. En este sentido la relación entre globalización y derechos humanos se contempla también desde una perspectiva dual, desde las oportunidades y también desde las carencias e incumplimientos. No obstante, y dado que una de las características del mundo que vivimos —multicultural y postcolonial— en el marco de sociedades asimétricas conlleva la fragmentación de las identidades y la reactivación y reivindicación de las diferencias en clave cultural se analizan, desde la crítica feminista, los viejos y nuevos temas del relativismo cultural, el concepto de cultura y su utilización política como legitimación de la desigualdad de género. Asimismo, se examina la des-territorialización de los conceptos, valores y garantías jurídicas que han hecho posible que las mujeres cambien tanto sus culturas y tradiciones como los derechos. 




			Pilar Folguera, en su capítulo «La equidad de género y los Derechos Humanos en el marco internacional y europeo», da cuenta del carácter cambiante del concepto de derechos humanos y de la ampliación de su significado, al tiempo que la ciudadanía redefine sus necesidades y sus deseos en relación con ellos. En este marco, el feminismo redefine la vulneración de los derechos humanos hasta incluir la degradación y la violencia de las mujeres. Analiza la autora los distintos niveles de actuación y protección de los derechos: ámbito mundial, ámbito europeo, estatal y autonómico, haciendo especial referencia al nivel internacional o mundial representado por Naciones Unidas y al europeo refiriéndose al Consejo de Europa y a la Comunidad Europea. En 1948, Naciones Unidas adoptó la Declaración Universal de Derechos Humanos. En ella se refleja que la igualdad de derechos debía aplicarse en el plano internacional. 




			En el terreno específico de los derechos humanos de las mujeres, estudia la labor de la Comisión sobre la Condición Social y Jurídica de la Mujer, creada en 1946, la Declaración sobre la eliminación de toda discriminación contra las mujeres, aprobada en 1967 y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer de 1979, que compromete a los Estados a seguir por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer. España ratificó la Convención en 1983. Se señala que la creación del Comité para la Eliminación de la Discriminación de la Mujer (CEDAW) constituye hoy el principal instrumento de vigilancia del cumplimiento de la Convención por parte de los Estados. A esto hay que añadir que los trabajos del CEDAW han permitido en 1999 la aprobación de un Protocolo Facultativo, un instrumento jurídico que posibilita que las mujeres que hayan sido objeto de discriminación de género presenten denuncias al Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 




			Las conferencias internacionales: México, Copenhague, Nairobi y Beijing, transcurridas desde 1975 a 1995 y la revisión de la Plataforma de Beijing en 2000 y 2004 han supuesto un importante avance en la definición de los derechos humanos desde la perspectiva de género y en la definición de estrategias para la consecución de los mismos. También la Unión Europea, desde su constitución en 1957, ha adoptado numerosas medidas de carácter normativo e institucional para incluir la dimensión de género en las políticas de la Comunidad Europea, lo que, junto con la normativa jurídica de los países miembros, ha propiciado un alto nivel de protección a las mujeres como ciudadanas europeas. 




			La autora considera que el avance en la definición de los derechos de las mujeres como derechos humanos ha venido en gran medida determinado por el progresivo desarrollo del movimiento de mujeres a nivel mundial y su creciente incidencia en las instancias internacionales a partir de la mediación y el diálogo civil. Otro factor determinante ha sido el impulso del feminismo académico, así como la globalización tecnológica, que está propiciando la difusión de las reivindicaciones de los derechos de las mujeres en todo el mundo y la interacción entre organizaciones internacionales de mujeres. 




			El capítulo de Cristina García Sainz, «Trabajo, género y desarrollo en Latinoamérica y Europa», tiene como horizonte la Declaración Universal de Derechos Humanos, donde se proclama que el trabajo es un derecho para todas las personas adultas, el cual ha de proporcionar los recursos suficientes para posibilitar la integración y la participación social. Muestra, a su vez, la distancia con los datos e indicadores a través de los cuales se constata que amplios sectores de la población están privados de empleo, o bien desempeñan trabajos de baja calidad que no les permiten salir de la pobreza o les mantienen en situación de vulnerabilidad social. 




			Se analiza cómo los cambios sociales referidos a la estructura demográfica de los países que evolucionan hacia un mayor peso de la población mayor, así como las transformaciones en los roles familiares, en las pautas de fecundidad, la composición de los hogares y el fenómeno de las migraciones están alterando las estrategias familiares en relación con el trabajo. Por otra parte, a juicio de la autora, el modelo económico neoliberal, que deja el protagonismo de la regulación de las relaciones laborales en manos del mercado, está imponiendo, desde los años ochenta del pasado siglo, un sistema de empleo flexible que causa, con carácter general, un empeoramiento de las condiciones de trabajo para la población menos cualificada y, en especial, para mujeres, jóvenes e inmigrantes. 




			Es en este proceso de desregulación y de reestructuración productiva en el que las mujeres están incrementando su participación laboral. La mayor presencia femenina en el empleo ha de ser recibida satisfactoriamente, porque supone el acceso a los recursos de amplias capas de la población que permanecían al margen del trabajo remunerado y también porque favorece su incorporación a categorías profesionales técnicas y de alta cualificación. Sin embargo, el acceso a puestos de trabajo, en el caso de las mujeres, sigue sin guardar relación con el grado de formación alcanzado, que supera ya en muchos países la escolarización adquirida por los varones. 




			En este estudio queda de manifiesto el desigual reparto de responsabilidades domésticas y la segregación laboral por razón de género como fenómenos sociales interrelacionados que se refuerzan entre sí. No obstante, el acceso de las mujeres al empleo introduce cambios en las estrategias familiares de obtención de recursos y genera transformaciones que alteran el tradicional equilibrio de asignación de roles y de poder dentro de las familias. La autora defiende que los beneficios individuales y colectivos de la participación femenina en el trabajo remunerado, así como la distribución equitativa de la carga global de trabajo, contribuyen no sólo a la mejora de sus capacidades individuales, sino también al desarrollo económico y social. 




			Mónica Ramos, en su capítulo «Mujeres mayores: nuevos derechos para nuevas realidades», incorpora la perspectiva de género en el estudio de la vejez para mostrar que hacerse mayor no es lo mismo para mujeres que para hombres. A partir de un estudio etnográfico basado en la observación, entrevistas en profundidad y grupos de discusión se analizan los problemas centrales de la vida de las mujeres en la vejez, sus contribuciones al bienestar general así como la manera en que redefinen su identidad y proyecto personal en esta etapa de sus vidas. La autora constata la escasa investigación, especialmente en nuestro país, sobre la desigualdad de género en la vejez cuando nuestra época está marcada por dos fenómenos interrelacionados: el envejecimiento de la población y la feminización del envejecimiento. 




			Este estudio muestra la marcada situación de desventaja que tienen las mujeres frente a los hombres al envejecer, porque son más vulnerables a la pobreza y a la exclusión social debido a su mayor morbilidad y dependencia, tienen peores pensiones y una escasa formación educativa, padecen más soledad y aislamiento y están más invisibilizadas en las políticas públicas. Sin embargo, las mujeres mayores siguen siendo las grandes proveedoras de atención y cuidados a toda la familia, por lo que contribuyen muy activamente al mantenimiento del bienestar de la sociedad en su conjunto. Ellas aportan más cuidado del que reciben. 




			Asimismo, la autora muestra que las mujeres mayores hacen frente a sus vulnerabilidades cada vez de manera más eficaz, a través del diseño de un proyecto de vida participativo en la vida comunitaria, propiciado fundamentalmente por el proceso de globalización de los derechos de las mujeres, de las personas mayores y de la participación ciudadana. En ese proyecto de vida, la familia sigue siendo lo más importante, pero han logrado disponer de un tiempo y espacio propios en los que desarrollan sus capacidades y al mismo tiempo les permiten ocupar los lugares públicos de ocio y participación, confiriéndoles una visibilidad ante la propia sociedad y las administraciones públicas. Su habilidad a la hora de desarrollar y mantener redes sociales es para muchas un recurso en la vejez que conduce al asociacionismo y la participación social, lo que contribuye a su empoderamiento. Estos procesos constituyen una nueva realidad en la que reclaman ser beneficiarias de los mismos derechos de los que disfruta el resto de la sociedad: educación, salud, ocio, participación, empleo y derecho a una vida digna. 




			Teresa del Valle, en su capítulo «El derecho a la movilidad libre y segura», define y analiza la movilidad libre y segura como un derecho humano que afecta de una manera diferenciada a las mujeres y a los hombres. Y para abordarlo se argumenta que en el caso de las mujeres el punto de partida es, y debe de ser, el ejercicio democrático de la ciudadanía que partiendo de la autonomía, defina la movilidad y reivindique la seguridad. Ello implica un análisis a distintos niveles: individual, grupal, local y global. 




			Este estudio se ha basado en una metodología cualitativa: participación observante, entrevistas individuales y grupales y seguimiento de prensa para analizar el conocimiento y la práctica de la movilidad como un derecho, para captar la posible correlación entre prácticas de socialización y movilidad en el espacio y para identificar las percepciones que tienen las mujeres de los espacios y de las características que las inducen al miedo y/o a la seguridad. 




			A partir de los supuestos mencionados analiza el tránsito del Derecho como enunciado al Derecho sentido y vivido; la seguridad en las urbes a la luz de los conceptos y prácticas de seguridad reificados a través de los procesos de globalización; la relación entre visibilidad en el espacio de la ciudadanía y el derecho a reclamar la salvaguarda del ejercicio a ejercer libremente su pertenencia; la articulación entre violencia doméstica y violencia espacial así como las contradicciones de la seguridad creada. Se estudian distintas dimensiones de la socialización para superar la movilidad restringida, en la que entran las referencias a modelos tanto cercanos como lejanos, así como la movilidad forzada y las circunstancias que las promueven y su efecto en las mujeres. La autora argumenta a favor de un planteamiento democrático a la movilidad libre y segura que tiene que tener como punto de partida las necesidades de las personas y de los colectivos, y en el caso que nos atañe las de las mujeres. 




			De este estudio se desprende la fuerza que tiene el miedo como barrera a la movilidad libre y segura de las mujeres, sentimiento profundo y ampliamente compartido que permea a la sociedad y va dirigido exclusivamente a las mujeres. Asimismo, la autora señala que las percepciones espaciales no dependen de la biología sino de sus experiencias de socialización y de vida, y considera fundamental el paso del conocimiento del derecho a «la movilidad libre y segura», al ejercicio del derecho sentido para poder ejercerlo y reivindicar los cambios necesarios. La autora da una gran importancia a la socialización en la superación del miedo que corresponde al campo de nuevas socializaciones. Se explora, también, la relación existente entre violencia de género y violencia espacial, aunque muchas jóvenes no lo perciban. Y finalmente se hace evidente la idea y práctica dominante en nuestro tiempo de que la movilidad de personas y colectivos debe estar sometida a la seguridad y esto se aplica por encima de las necesidades que promueven sus desplazamientos. En relación a las mujeres la movilidad que se reivindica tiene que ver con el derecho a vidas autónomas y al ejercicio del poder decisorio. Introduce con su análisis una visión ausente en la actualidad en los debates políticos. 




			Gladys Nieto, en su capítulo «Los límites a los "valores asiáticos": derechos humanos y equidad de género en China», analiza el debate de los valores asiáticos que fue difundido en el ámbito internacional en los años 90 por ciertos líderes de algunos países del Este y Sudeste Asiático, preferentemente Singapur, Malasia y la República Popular China. Este debate reduce a claves culturales y éticas el espectacular desarrollo económico de la región, singularizando un capitalismo regional por contraste con el capitalismo originado en Occidente y sus derivaciones, ligadas a la expansión de las libertades individuales y el hedonismo desmedido. Tal debate viene dando lugar a una serie de discusiones acerca de la posibilidad de que una «tradición asiática» —fijada alrededor de la filosofía confuciana— encuentre un sitio en la tradición ilustrada que fundamenta los Derechos Humanos o bien mayores espacios de diálogo filosófico entre esta tradición y la filosofía ilustrada. La paradoja que resulta de estas controversias es que la línea más conservadora del discurso de los valores asiáticos defiende el relativismo cultural, reduciendo el universalismo y la posibilidad de la defensa de una justicia global. 




			Así, el problema central de este estudio consiste en el análisis de la construcción discursiva y la capacidad de influencia de una «tradición asiática» de configurarse como «modernidad alternativa» en el sentido de promover la igualdad de género y la justicia social. Esta selección de una «tradición asiática» se estudia a partir de las negociaciones que establecen los diferentes agentes e instituciones implicados en ellas y que detentan un desigual poder en la amplificación de sus discursos y la posibilidad de imponer las visiones dominantes de la tradición. Los agentes estudiados corresponden al Estado, la intelectualidad neoconfuciana y el movimiento de mujeres, en el ámbito particular de la República Popular China y su diáspora. Mientras que el Estado chino y la intelectualidad neoconfuciana poseen una gran capacidad de afirmación de su visión de la tradición, el movimiento feminista chino, debido a sus condiciones históricas de desarrollo y a la permanencia de un sistema patriarcal, permanece rezagado en relación con ellos. Sin embargo, la paulatina inserción del movimiento de mujeres chinas en redes internacionales feministas y de conciencia global, derivada del proceso de globalización, está contribuyendo a su mayor visibilización y afirmación en sus propias redefiniciones de la tradición. 




			José Ignacio Pichardo, en su capítulo «Mujeres lesbianas y derechos humanos», examina la lucha de las mujeres lesbianas por el reconocimiento y respeto de sus derechos humanos en el contexto de un mundo en proceso de globalización. A través de la revisión bibliográfica, la observación participante y entrevistas llevadas a cabo con mujeres activistas del movimiento feminista o del movimiento de liberación de lesbianas, gays, bisexuales y transexuales, da cuenta de la privación de derechos que sufren las lesbianas, no sólo como mujeres o como personas homosexuales, sino que se incide especialmente en aquellos derechos que le vienen específicamente negados por el hecho de ser mujeres homosexuales y se profundiza en el estudio de cuatro de ellos: el derecho a la paz y a una vida sin violencia, derecho a la sexualidad e identidad sexual, derecho a la salud y derecho a la familia. 




			Frente a esta realidad, los derechos humanos constituyen uno de los principales instrumentos para transformar esta situación, ya que permiten a personas y colectivos de orígenes sociales y culturales muy diversos reconocerse como sujeto de derechos y, especialmente, articularse en torno al lenguaje común, universal y universalista de los derechos humanos. Por eso han organizado su acción colectiva en torno a un movimiento de liberación de lesbianas y gays con un carácter realmente global y con un campo de acción que va desde lo local hasta los ámbitos planetarios, especialmente de Naciones Unidas. En este estudio se ven claramente las interconexiones entre los distintos ámbitos de transformación, los procesos de cambio y resistencia que se influyen y retroalimentan en todas las direcciones. 




			El papel de las mujeres lesbianas en estos procesos, sus demandas y reivindicaciones ocupan un lugar destacado en el desarrollo de este estudio de caso. Se comprueba cómo las mujeres lesbianas han encontrado espacios de agencia colectiva en el movimiento feminista, en el movimiento de liberación homosexual y en colectivos específicos de feministas lesbianas. El autor defiende que a pesar de las dificultades que han podido encontrar en cada uno de estos movimientos y colectivos, finalmente su presencia ha servido no sólo para luchar por sus derechos como mujeres lesbianas, sino por los derechos de las mujeres y por los derechos sexuales en general. 






		





	    	Los hilos que tejen la trama




			



	





			Cada uno de estos casos de estudio, aunque constituyen un capítulo diferenciado de este libro y tienen entidad en sí mismos, mantienen relación con el marco general y entre sí como producto del proceso de investigación desarrollado. En cada capítulo se hace una aportación específica según los objetivos diseñados en el tema tratado y por tanto pueden leerse de manera independiente. Sin embargo, la consistencia de cada capítulo no significa que estén desconectados entre sí y su especificidad temática no excluye la vinculación entre ellos y la interrelación de problemas comunes. Los distintos modos de abordarlos que pueden ir desde niveles de mayor abstracción al detalle minucioso de la etnografía van tejiendo también una trama de vínculos, trasvases y contenidos significativos en función del problema general planteado. En este sentido, a través de los siete capítulos de este libro emergen hilos conductores que imbrican la obra, algunos de los cuales paso a reseñar a continuación. 




			Un hilo conductor que recorre los capítulos es la preocupación por el cuestionamiento de dicotomías analíticas que han jugado un papel destacado en las elaboraciones teóricas, en las formas de organización social y en la configuración de comportamientos normativos diferenciales para hombres y mujeres, a la vez que contribuyen al ocultamiento y distorsión de sus vidas. Destaco la dicotomía público/privado, que ha sido y sigue siendo un tema clave de las discusiones feministas. Desde el primer capítulo se plantea el sesgo androcéntrico de este binomio como una ideología de las relaciones de género inscrito en el pensamiento liberal y en la formulación de los derechos humanos. Cuestionamiento que en conjunción con la praxis política estuvo en la base del movimiento en pro de los derechos humanos de las mujeres. 




			Folguera detalla, en el segundo capítulo, ese largo proceso que condujo a la redefinicón y ampliación del marco normativo y las garantías jurídicas en los últimos treinta años. Este cuestionamiento también se pone de relieve en la redefinición del concepto de desarrollo realizado por García Sainz y Del Valle. Asimismo, es la clave de la crítica al concepto de trabajo en las corrientes predominantes de las ciencias sociales y las humanidades lo que aparece en diversos capítulos pero que tiene un lugar destacado en la investigación de García Sainz. Esta autora, además, pone de relieve la parcialidad de las estadísticas oficiales sobre participación laboral a escala planetaria, que sólo dan cuenta del trabajo remunerado cuando la mayoría de la población femenina se ocupa a lo largo del ciclo vital en un trabajo no remunerado o doméstico que crea riqueza y bienestar pero no redunda en beneficio personal de quien lo realiza, constatación que le lleva a desarrollar metodologías alternativas de estudio. La persistencia de esta dicotomía y su implicación en la lógica laboral y en determinados modelos de estado se pone de relieve al poner en relación el análisis de García Sainz y el de Nieto, porque nos permite captar la articulación de las ideologías de género que se activan, utilizan y manipulan como estrategias de «regulación sociolaboral» en distintas áreas del mundo. Un ejemplo significativo se concreta en la revitalización de los «valores asiáticos» en clave confuciana como alternativa a la modernidad occidental en el contexto de la emergencia del capitalismo tardío en la región asiática. 




			La invisibilidad de la experiencia de las mujeres bajo el peso del afecto y la naturalización de sus tareas aparece en los diferentes capítulos en referencia al cuidado en su amplia dimensión. Es objeto de especial atención por Ramos en su estudio sobre las mujeres mayores, una generación dedicada a los demás, que plantea una problemática acuciante en cuanto a sus condiciones de vida en la actualidad y al aumento sostenido de la población mayor, cuyo incremento no va a la par de las políticas públicas. La preocupación por hacer aflorar lo oculto en la delimitación fija de los espacios como consecuencia del peso del binomio mencionado está presente en el estudio realizado por Del Valle a través de la conexión entre los distintos niveles, individual, grupal, local y global; analiza la articulación entre la elaboración emocional, las percepciones y sensaciones que como «imaginarios del miedo» afectan de manera diferencial a hombres y mujeres y bloquean en las mujeres su proyección en el espacio público y en el ejercicio de la ciudadanía que impide que aflore la violencia. La negación de los derechos humanos de las mujeres lesbianas estudiada por Pichardo tiene también su base en la consideración de los derechos sexuales como pertenecientes al ámbito privado, señalando sin embargo la paradoja de que en aquellos estados que tienen leyes punitivas contra la homosexualidad, éstas se formulan en relación a la homosexualidad masculina, generando así un doble ocultamiento de las mujeres. Por un lado como carentes de sexualidad y, por otro, invisibilizando el lugar en el que se ejerce la mayor violencia contra ellas que es justamente, como el autor destaca, en el marco de las relaciones familiares. 




			En conexión con lo anterior la violencia que se ejerce contra las mujeres es otro hilo conductor que atraviesa todos los capítulos. La violencia estructural de un sistema de dominación que en su gran variabilidad se ejerce en tiempos y espacios de paz y de guerra y hace semejantes a las mujeres en el maltrato físico y psicológico, en la violación, en la expropiación del tiempo y de los frutos de su trabajo. En los distintos capítulos se da cuenta de aquéllas más ostensibles, a la vez que se tiene una preocupación por descubrir los mecanismos sutiles de su silenciamiento e invisibilidad, así como las estrategias individuales y colectivas para su superación. 




			Folguera analiza la redefinición conceptual de la violencia en el marco de Naciones Unidas que se produce en los años 90 cuando se hace explícito que la violencia ejercida contra las mujeres deja de ser considerada un asunto privado y pasa a ser considerada como una vulneración de los derechos humanos, y estudia con detalle los principales documentos internacionales que marcan un hito en este sentido tales como la Plataforma de Beijing de 1995. Asimismo, la autora da cuenta de los cambios producidos en el marco europeo desde 1979 en relación con los derechos fundamentales de las mujeres y constata que los objetivos del Consejo de Europa han ido variando desde una perspectiva centrada en la eliminación contra la discriminación a una perspectiva más dinámica, que considera la igualdad como un derecho fundamental y por tanto la lucha contra la violencia se erige en una prioridad en cuanto violación de los derechos humanos. La transposición de las directrices comunitarias a los distintos países de la Unión en unos casos es a la baja y en otros, como afirma la autora, es más avanzada que la legislación comunitaria, como muestra el ejemplo de España con la promulgación de la Ley Integral contra la Violencia de Género. 




			Desde la etnografía, Teresa del Valle estudia la violencia como limitación a la movilidad en la medida en que ésta se conecta con el logro de autonomía y libertad para las mujeres. Por esta razón defiende la necesidad del estudio de las diversas experiencias del miedo de las mujeres a partir de la articulación entre violencia de género y violencia espacial, ya que es un campo para conocer la dimensión paralizadora del miedo y analizar los procesos de aprendizaje que se erigen en barreras a la movilidad. Si bien éstas se expresan de manera más clara en el espacio público, en determinados espacios de la ciudad, la autora analiza su vinculación con la violencia doméstica. A su juicio, los miedos reales o imaginarios que experimentan las mujeres se ubican en gran medida en el control de su sexualidad, de la reproducción y en la transgresión de las representaciones del cuerpo. 




			Este aprendizaje e interiorización del miedo como consecuencia de la violencia y como arma de control, de sumisión y vejación en el espacio público aparece también en los testimonios de las informantes que Pichardo analiza en su capítulo sobre las mujeres lesbianas. La interrelación de las dimensiones corporales, emocionales y políticas de estas prácticas vejatorias aparecen también en el capítulo de Maquieira, al tratar la persistencia de los conflictos armados a escala planetaria y el incremento de la violencia contra las mujeres como arma de guerra. Se abre así otro desafío de estudio que tenga por objeto el conocimiento del miedo desde una visión «generizada» que articule las dimensiones subjetivas, interpersonales y espaciales con procesos más amplios e igualmente «generizados» incrustados en ideologías y prácticas políticas, religiosas y económicas. 




			Otro hilo conductor que teje la trama del libro es el análisis de las retóricas de discriminación y exclusión como consecuencia de la preocupación por desentrañar los mecanismos de asignación de espacios que inciden en la jerarquización y exclusión de las mujeres de los espacios de poder y prestigio. Retóricas que legitiman la desigualdad al dotarla de un carácter de inmutabilidad e irreversibilidad o al encubrir sus causas transfiriéndolas al orden natural. Todo ello con soportes ideológicos poderosos, porque aportan visiones argumentadas desde la biología, las tradiciones, las identidades étnicas y las religiones. La biologización de las diferencias entre hombres y mujeres de las que derivan de manera «natural» determinadas tareas y comportamientos tiene una larga trayectoria histórica y se reacuña en nuevas claves según los contextos socio-culturales y los intereses económicos y políticos que se libran en el marco de la complejidad de las relaciones sociales del mundo que vivimos. 




			Así, la explotación del trabajo femenino tanto en sus tareas reproductivas como en el marco delimitado y controlado del mercado laboral a partir de unas supuestas cualidades femeninas ocultando su valor económico queda de manifiesto en el capítulo de García Sainz. Las cualidades de autosacrificio y olvido de sí mismas como parte de una condición natural está presente en los testimonios de las informantes mayores del estudio de Ramos, cuyo ingente trabajo proporciona importantes beneficios económicos, políticos y familiares y quedan ocultos como consecuencia de mandatos naturalizados. Asimismo, Del Valle detecta un cierto fatalismo en relación con la violencia masculina en las jóvenes entrevistadas, que tiene igual peso que el destino en las tragedias griegas y que es un sentimiento profundo que permea la sociedad basado en la atribución naturalizada de un deseo sexual masculino incontrolable. 




			El esencialismo culturalista es estudiado por Maquieira como una retórica poderosa en la desactivación de las demandas de las mujeres. La autora señala la paradoja de la historia de un concepto que surgió para contrarrestar las teorías del determinismo biológico y se convierte en su versión relativista y en el marco de las relaciones de poder entre los territorios y al interior de las sociedades en un dispositivo que justifica e impide la extensión y aplicación de los derechos humanos de las mujeres, como se pone de relieve en las discusiones en los Foros Internacionales y en las reservas unilaterales, que plantean determinados gobiernos basadas en argumentaciones religiosas y culturales. En esta clave, la autora interpreta los discursos del «contagio occidental» y del «veneno importado» como mecanismos de estigmatización y culpabilización que desacreditan las aspiraciones de cambio de las mujeres provenientes de países de Medio Oriente, sur de Asia y muchos países africanos. Analiza también la construcción de dicho esencialismo en otros contextos etnográficos y los actores sociales implicados. 




			Las cuestiones mencionadas se ponen de manifiesto en el estudio de Pichardo, para quien el culturalismo relativista aparece como un discurso poderoso para frenar el reconocimiento de los derechos de las minorías sexuales en los Foros Internacionales en la medida en que la homosexualidad es considerada por determinados gobiernos como una práctica exclusivamente occidental y, por tanto, se esgrime que los derechos de las personas homosexuales no pueden tener un carácter universal. 




			Nieto analiza los discursos patriarcales que exacerban las diferencias de género en clave biologicista y que acentúan las cualidades de «buena madre y esposa virtuosa» y la «pobre calidad de las mujeres» que están legitimando la restauración de un estatus tradicional para las mujeres chinas y su vuelta al hogar como consecuencia del repliegue de la economía planificada en China y las reformas emprendidas como consecuencia de la introducción del libre mercado. Discursos cuya eficacia, a juicio de la autora, no puede desvincularse de los llamamientos a la armonía familiar procedentes de los valores asiáticos y la revitalización de la tradición confuciana impulsada por la élites políticas e intelectuales. A juicio de la autora, esta configuración de una «tradición asiática», selectivamente construida, y que pugna por convertirse en hegemónica en el panorama actual de las discusiones sobre las modernidades alternativas, conlleva importantes consecuencias con respecto a las libertades de las mujeres en la región. Lo cual plantea desde una perspectiva feminista un enorme desafío en cuanto a los términos y la participación de las mujeres en el necesario «diálogo entre civilizaciones» que está presente como objetivo en la agenda internacional. 




			En conexión con los problemas planteados la dialéctica inseguridad/seguridad en la vida de las mujeres recorre también como hilo conductor los distintos casos de estudio y muestra la complejidad y contradicciones de los procesos de cambio, sus avances y retrocesos. Por mencionar algunos de estos aspectos: la inseguridad económica, la inseguridad de acceder al empleo y poder permanecer en el mismo, la inseguridad ante la enfermedad, la inseguridad en la vejez, la amenaza de las agresiones sexuales en el espacio público, el riesgo de violencia en el ámbito doméstico y familiar, el riesgo de ser excluidas de sus comunidades cuando se rebelan contra mandatos injustos. Al mismo tiempo se detecta un discurso y doctrina de la seguridad a nivel mundial y estatal que se erige como el objetivo prioritario de la paz a nivel mundial, estatal y local y que paradójicamente se basa en conceptos y prácticas de seguridad basados en el control y en gran medida en la agresión a las vidas humanas. 




			Desde los análisis en la investigación realizada se reflexiona sobre las consecuencias de dicho enfoque y se aprecia que, en realidad, son armas de coacción y dominio que excluyen la participación democrática. En las aspiraciones humanas aparece el deseo de contar con cuotas de seguridad que permitan el desarrollo integral de los seres humanos en los entornos sociales en los que se vive. De ahí que la seguridad ha de formar parte del concepto y práctica del desarrollo centrado en las personas. Esta aproximación al desarrollo desde la perspectiva de una seguridad humanizada es vital en la actualidad como objetivo y para contrarrestar las doctrinas de la seguridad en términos belicistas. 




			En este sentido parece urgente redefinir una doctrina de seguridad en relación con los Derechos Humanos basada en la integridad de la vida en un sentido amplio que tenga como prioridad la lucha contra el hambre, la protección de la salud, el acceso a la educación, la erradicación de la pobreza y el deterioro ecológico, entre otros, que remiten al desafío inaplazable de la redistribución de la riqueza a nivel mundial. Un objetivo que no está alejado del artículo 28 de la Declaración Universal de 1948 y, sin embargo, frecuentemente olvidado, en el que se establece el derecho de toda persona a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamadas en el conjunto de la Declaración se hagan plenamente efectivos. Como aparece en distintos momentos de este libro la necesidad de esta nueva conceptualización y práctica de la seguridad implica necesariamente que se contemple de manera transversal la erradicación de la violencia y la desigualdad de género; y en este sentido la investigación desde diversas disciplinas, y de manera especial desde la etnografía, como se desprende de este estudio, tiene capacidad para detectar fenómenos que pueden transformarse en propuestas de amplio alcance. 




			Otro hilo conductor que articula los distintos capítulos es el papel de las mujeres como sujetos de transformación social. Queda ampliamente documentado el progresivo avance en la definición de los derechos de las mujeres como derechos humanos como consecuencia del desarrollo del movimiento de mujeres situando las diferentes oleadas del movimiento feminista en diferentes contextos históricos con sus correspondientes logros en la consecución de sus derechos. Hay un claro paralelismo entre las diferentes etapas del impacto del feminismo en un marco global, las medidas de carácter normativo e institucional y la incorporación al menos formal del principio de equidad en las relaciones internacionales y en las políticas emprendidas por los diferentes estados. Se ha analizado la progresiva incorporación de las mujeres al mercado laboral, que viene acompañada de un alto grado de empleo irregular o sumergido, sobre todo en América Latina, y de condiciones de inestabilidad y precariedad también en el sur de Europa. En todos los países las mujeres están sometidas a situaciones de discriminación por la división sexual del trabajo, la diferenciación salarial, la segregación ocupacional y el desigual reparto del trabajo doméstico. Al mismo tiempo, es posible captar las tendencias de crisis en la estructura social como consecuencia del acceso de las mujeres al empleo y los cambios producidos en los modelos familiares, el acceso a la educación, los niveles de cualificación y las relaciones en el interior de los hogares. Cambios que remiten también a una transformación de las identidades, proyectos de vida y estructura de sentimientos. 




			Se hace patente a lo largo de los capítulos la importancia que tiene para las mujeres la formulación y conocimiento de sus derechos, de las leyes y garantías existentes. Junto a ello se ha visto la importancia del derecho sentido. Se trata así de la apriopiación racional y emocional que entronca con su propia experiencia vital. En este sentido, la apropiación de los derechos no es una imposición, no es algo ajeno sino que les corresponde como personas, como sujeto social y como ciudadanas. De aquí la importancia que tiene tanto la socialización informal como la educación formal. 




			A través de los distintos capítulos se muestra la importancia de las nuevas socializaciones que se ven favorecidas en el marco de las asociaciones, redes y movimientos globales, ya que las nuevas socializaciones parten del reconocimiento de la desigualdad y suponen el cuestionamiento y la des-identificación con los mandatos y asignaciones de género. Estos procesos se propician también en la participación en foros en distintos niveles de actuación y en las oportunidades que ofrecen las redes virtuales. La des-territorialización de los derechos como consecuencia de la interconexión y trasvase de ideas, valores, experiencias, garantías jurídicas, programas y modelos de actuación a través de las fronteras culturales, regionales y estatales requiere el desarrollo de metodologías de negociación acordes con las condiciones reales de la vida de las mujeres en diferentes contextos, lo cual favorece la apropiación de los derechos y la re-territorialización de los mismos. 




			En estos procesos la redefinición de sus propias tradiciones en concordancia con las aspiraciones de justicia e igualdad está produciendo un importante desafío en el marco de la activación de particularismos excluyentes, pero esas experiencias protagonizadas por las mujeres en la región asiática, en países árabomusulmanes y en los movimientos indigenistas son también parte de un fenómeno global, se erigen en experiencias globales del feminismo. Las posibilidades u obstáculos que las mujeres encuentran en la selección, interpretación y redefinición de sus culturas y tradiciones remite a la persistencia de los sistemas de género como dinámicas estructurales de poder que se juegan en los ámbitos locales, estatales, internacionales y globales. 




			Sin embargo, los logros no son lineales ni nunca están garantizados; el impacto real de los acuerdos internacionales y su implementación en las políticas de cada país sigue siendo variable y limitado. Las brechas entre los enunciados y las prácticas sociales quedan ampliamente documentadas a lo largo de este libro. En muchos casos debido a la falta de mecanismos operativos y legitimados en caso de incumplimiento, en otros, por la interpretación selectiva que los estados hacen de las formulaciones y acuerdos y las cláusulas de excepción en base a cuestiones religiosas o culturales, lo cual convierte la ratificación en algo carente de vinculación real. Sin olvidar las apropiaciones perversas de los derechos humanos con fines belicistas y de control geoestratégico por parte de potencias occidentales y en otros casos por la falta de eficacia y/o voluntad económica y política en la redistribución de la riqueza. De los distintos capítulos se desprende que los avances están en relación con el grado de organización, articulación y presión de los colectivos de mujeres y de las alianzas con otros movimientos transformadores. 




			El desafío no es fácil, pero por eso adquiere relevancia la categoría de «imaginarios anticipatorios» que Teresa del Valle acuña y que ha de servir como inspiración emancipatoria de los movimientos sociales. Porque, como ha señalado Teresa San Román, «la alternativa universalista de igualdad es tan real como la alternativa universalista de dominación» (1996: 106). 
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	    	1. La globalización y sus paradojas 




			



			El término «globalización» se ha incorporado a nuestro lenguaje cotidiano y forma parte del discurso habitual en el ámbito político y en los medios de comunicación. En el mundo académico se ha convertido en un instrumento de conocimiento de la realidad, configurado a través de la convergencia de diversas disciplinas, que está desarrollando un amplio campo de investigación y de confrontación teórica que, en muchos casos, supone la legitimación del orden existente y, en muchos otros, ha dado origen al surgimiento de nuevas formas de entender el mundo y las relaciones sociales. Hemos de admitir que con este concepto y otros asociados al mismo, así como las diversas teorías que lo sustentan, se están produciendo en todas las disciplinas importantes aportaciones y redefiniciones teóricas y metodológicas para afrontar nuevas preguntas y problemas vinculados a las transformaciones del mundo que vivimos. El término «globalización» suele ser identificado con otros términos tales como «mundialización», «internacionalización» y «transnacionalización». La confusión o intercambiabilidad de los términos se produce en mayor medida entre «globalización» y «mundialización». Algunos autores consideran sencillamente que la primera es la denominación anglosajona y la segunda la denominación francófona que se utiliza para designar el mismo proceso: el traslado de las actividades de lo local, es decir, lo estatal-nacional, a lo global. Para otros, la mundialización se refiere a la creciente interdependencia entre los diferentes territorios y pueblos del planeta que comenzó a existir hace más de quinientos años, que ha presentado diversos modelos de concreción, que hoy es una mundialización desigualitaria cuya expresión es la globalización en su fase actual del capitalismo, es decir, el capitalismo globalizado (Moreno, 2002: 26-27). Se considera que el término «internacionalización» hace referencia, como su nombre indica, al proceso por el cual se establecen relaciones institucionales entre los Estados nacionales y que se inicia como respuesta a las consecuencias de las dos Guerras Mundiales. Tiene un contenido político y jurídico, encaminado a la creación mediante alianzas y tratados internacionales de organismos políticos y jurídicos de tipo supranacional, con unos objetivos de cooperación y defensa. Por tanto, el proceso de internacionalización consiste en la apertura de fronteras estatales, sin merma de la soberanía nacional, para la consecución de objetivos comunes. Asimismo, va acompañado de los procesos de descolonización que encontraron impulso en los mecanismos jurídicos creados y en los organismos internacionales. Por último, y pese a las divergencias que existen en los debates académicos actuales, se considera que el proceso de globalización o transnacionalización se asocia con la desaparición simbólica y material de las fronteras estatales, o al menos con la permeabilidad de las mismas, es decir, con la desterritorialización de los centros de decisiones políticas y económicas, con la descentralización espacial de los procesos productivos, distributivos y de consumo y, en definitiva, con la desterritorialización de las relaciones sociales en general; lo cual implica que toda actuación social, política, jurídica o económica queda interconectada y concatenada en todo el planeta (Fariñas, 2000: 9-10). 




			Aunque no es fácil encontrar una definición unívoca del concepto de globalización, asumimos de manera general la definición propuesta por la socióloga Esther Chow, para quien: «al hablar de globalización nos referimos al complejo y multifacético proceso de expansión e interdependencia a escala mundial de todas las dimensiones: económica, social, cultural y política. Dichos procesos hacen posible la circulación de capitales, finanzas, producción, ideas, imágenes y organizaciones a través de las fronteras de regiones, Estados-nación y culturas» (Chow, 2003: 444, la cursiva es mía). En este sentido, el término implica la intensificación de redes de conciencia global, interdependencia de sistemas, interacción humana y transformación societaria con consecuencias de largo alcance (Appadurai, 2001; Castells, 2000; Walby, 2001). 




			Lo que acabamos de plantear permite establecer algunas características de la globalización que guían este trabajo para posteriormente señalar las contradicciones y paradojas de este fenómeno. En primer lugar, se destaca que el concepto de globalización resalta la idea de proceso, es decir, es un producto histórico, inacabado, cambiante y sujeto a la acción humana en el que confluyen complejas dinámicas de transformación económica, tecnológica, institucional, política y cultural. Por esta razón se considera que otro de sus rasgos es el carácter multidimensional o multifacético. En tercer lugar, se destaca que el concepto de globalización resalta la idea de interdependencia a nivel mundial. Esta interdependencia no es nueva, ciertamente, pero lo que sí es nuevo y sin precedentes es la amplísima escala que posee la interconexión entre sociedades, grupos sociales y territorios; la inmediatez de las comunicaciones a distancia, así como el aumento exponencial de la rapidez de los medios de transporte. Esta aceleración de la interdependencia origina que las acciones emprendidas y la toma de decisiones de determinados agentes sociales en un lugar concreto tengan consecuencias para otros agentes sociales distantes y por tanto los acontecimientos de un país o de una economía nacional o regional afecten a otros por distantes que estén. Todos estos aspectos suponen una ruptura respecto a la forma de concebir y de organizar el tiempo y el espacio. 




			Hoy en día los acontecimientos globales pueden experimentarse casi simultáneamente a través de las telecomunicaciones, los ordenadores digitales, los medios audiovisuales o los satélites. Lo lejano está a veces más próximo que lo cercano y esto alimenta la idea de la eliminación de las fronteras materiales y simbólicas, así como la conciencia de pertenecer a un solo mundo que nos interconecta a todos por igual. Las transformaciones en los sistemas de tecnologías de comunicación conllevan además una nueva forma de organización social desinstitucionalizada, es decir, lo que Manuel Castells ha denominado la «sociedad red», que se basa en una estructura de red en la que conviven múltiples y complejos nodos de relaciones que forman el tejido social existente (Castells, 1998). El surgimiento del ciberespacio, que es objeto en la actualidad de importantes estudios, hace alusión a nuevas zonas de acción colectiva, de sociabilidad, de conocimiento y de diseños de vida en común que poco tienen que ver con las estructuras e instituciones de las sociedades que hemos conocido hasta fechas muy recientes y configuran nuevos mundos sociales y culturales no vinculados a un lugar o territorio. Finalmente, otra de las características asociadas a la globalización es la des-territorialización, que designa la no correspondencia de las formas culturales a un territorio y permite dar cuenta de las importantes transformaciones en la relación entre espacio, cultura, economía y política a través de los flujos transnacionales de personas, ideas e instituciones (Cucó, 2004). 




			Sin negar que los rasgos reseñados y los profundos cambios que originan están presentes en la escena mundial, sin embargo, como ha señalado Dolors Comas, acentuar sólo los aspectos de interdependencia, interconexión y comunicación planetaria puede sugerir la idea de que vivimos en «una especie de idilio a nivel mundial» (Comas, 2002: 92). En efecto, la globalización no es un proceso uniforme, ni unilineal. Impacta de manera diferencial y desigual en las diferentes regiones del mundo, países y grupos sociales y está marcada por crecientes disparidades de riqueza entre y dentro de los Estados. No es aventurado afirmar que, al mismo tiempo que abre oportunidades, crea amenazas muy severas a la seguridad humana, ya que provoca un incremento de la concentración de la riqueza que va acompañada de procesos de exclusión social y de deterioro ambiental que se traduce en pobreza, hambre y enfermedades, a la vez que favorece las explosiones de violencia. No conviene olvidar que la globalización es el resultado de la expansión del capitalismo y de su hegemonía en el mundo y si bien no ha creado la fractura social, presente en las relaciones económicas desde mucho antes de que se produjera la nueva reestructuración y expansión de las conexiones de los mercados mundiales, sí la alimenta profundizando los fenómenos anteriormente descritos. 




			Algunos datos dan cuenta de la creación de desigualdades en el marco de la globalización. El Informe sobre Desarrollo Humano de 1998 realizado por la ONU indica, entre otras cosas, que un 20% de la población mundial posee un 84% de la riqueza del mundo, mientras que 1/5 parte de la población empobrecida sólo dispone de un 0,5% de los recursos y esta polarización no ha disminuido. Asimismo, si atendemos a los datos sobre el uso de las Tecnologías de la información y la comunicación (TIC), se pone de manifiesto que dichas tecnologías están impulsando la globalización pero a la vez están dividiendo el mundo entre los «conectados» y los «aislados». El uso de Internet se concentra en las áreas urbanas, los varones jóvenes y las personas con un alto nivel de ingresos y de educación. Comprar un ordenador en Bangladesh cuesta un promedio de 8 años de salario. El inglés prevalece en un 80% de las páginas web, pese a que sólo 1/10 de las personas del mundo tienen competencia en esta lengua (Naciones Unidas [PNUD], 1999). 




			No obstante, se ha puesto en cuestión el propio concepto de globalización, ya que más bien parece existir un regionalismo comercial (De Lucas, 2003; Martínez Veiga, 1997). En el informe elaborado por la OCDE en 1996 y titulado Globalización de la industria, se señala que la gran mayoría de las relaciones comerciales continúan teniendo lugar entre los países de la «gran tríada» (Europa, Estados Unidos/Canadá y Japón) con sus ámbitos de influencia respectivos. El flujo de capital se concentra tanto en las naciones avanzadas como en otras industrializadas, pero no en aquellas que están en vías de desarrollo, y menos todavía en las subdesarrolladas. 




			Por tanto, cabe destacar que tanto el concepto como las prácticas de la globalización presentan una serie de paradojas y contradicciones. Se suele presentar como un sistema social homogéneo cuando, en realidad, y debido a la creciente estratificación que señalábamos, produce acumulación de riquezas sin precedentes y a la vez pauperización; genera desplazamientos voluntarios de viajeros cosmopolitas para quienes no existen fronteras, con la consiguiente posibilidad de pertenecer a un solo mundo. Al mismo tiempo, la carencia de recursos y los conflictos armados producen desplazamientos forzosos de población (inmigrantes y refugiados) para quienes las fronteras son cada vez más férreas en los países de destino. Para muchos otros ni siquiera existe la posibilidad de la movilidad y se ven abocados a sufrir todo tipo de padecimientos en sus contextos locales. Todas estas contradicciones producen incertidumbre, inseguridad, inestabilidad e idea de desorden. Estas contradicciones generan conflictos más o menos abiertos entre territorios y entre diferentes categorías sociales asimétricas. Contradicciones que pueden ser motor de cambio en la medida en que los actores sociales y la acción política cobren protagonismo para imprimir otra dirección a los procesos actuales. 




			Otra de las paradojas de la globalización consiste en la aparente homogeneización de pautas de comportamiento, estilos de vestir, productos de consumo, y a la vez, la pervivencia y activación de un mundo multicultural. Podemos definir este concepto de una manera descriptiva y sociológica como el estado de una sociedad o de un mundo que contiene en su seno múltiples culturas que interactúan entre sí de diversas formas significativas. Esto supone no sólo que la globalización hace más evidente dicha multiculturalidad debido a la proximidad de lo lejano y a la concentración de poblaciones provenientes de diversos orígenes en un mismo territorio, sino también, a una creciente reivindicación de la diferencia cultural. Como ha señalado Dolors Comas, el sistema global es el contexto en el que emerge la conciencia de la diferencia y la identidad de grupos humanos como pueblo. La especificidad cultural, por tanto, no puede ser explicada como un dominio autónomo, sino que es el resultado de la articulación de determinados grupos humanos con el sistema global (Comas, 2002). 




			Así, la especificidad cultural es invocada para marcar los límites y diferencias de un grupo con respecto a otro. Porque «la cultura no es algo que haga «naturalmente» diferentes a los grupos humanos, sino que es la necesidad de diferenciación la que conduce a utilizar rasgos de la cultura como marcadores de especificidad» (Comas, op. cit.: 101). Por ello, esta reivindicación de la especificidad cultural, que solemos denominar etnicidad, suele asociarse a poblaciones y grupos que desean tener un papel político, es decir, que reclaman reconocimiento y derechos negados históricamente. Éste es el caso de los movimientos indigenistas, también de los procesos nacionalistas de diverso cuño y, en general, de las minorías culturales en el interior de un Estado-nación. Asimismo, puede interpretarse como la «búsqueda de comunidad» en un mundo que genera riesgos e incertidumbres (Bauman, 2003), o también como identidades reactivas contra la hegemonía económica occidental que impone el modo de intercambio en el mercado y despoja a muchas poblaciones de sus medios de subsistencia, así como contra la traición de Occidente a los principios que dice sostener (Bessis, 2002). La complejidad de estos fenómenos responde a lógicas políticas diferentes y presenta una cierta dificultad o imprecisión técnico-jurídica internacional sobre la caracterización de los sujetos colectivos implicados en tales movimientos sociales. Por ejemplo, las que se derivan del análisis de las relaciones y diferencias entre pueblo, nación, minoría nacional, minoría cultural o población indígena (De Lucas, 2001: 76). Aclarar esta cuestión es un desafío importante para los estudios de multiculturalidad, pero excede el propósito de este trabajo. No obstante, hay que resaltar que estas reivindicaciones ponen en primer plano la especificidad cultural. Por tanto, nos encontramos, como hemos visto, con que el propio proceso de globalización conduce a la exclusión social y a la fragmentación de las identidades. Esta fragmentación de las identidades puede conducir también a la fragmentación política en la medida en que hace peligrar las alianzas y pactos a partir de problemas comunes. Esta es una cuestión relevante en un mundo que presenta serios déficits democráticos no sólo en el interior de muchos Estados nacionales sino a nivel global, en la medida en que no se han generado instancias políticas supranacionales capaces de gobernar los procesos económicos y generar mecanismos redistributivos a escala global. Por ello cabe plantearse si tales fragmentaciones no son funcionales a un sistema global que sigue operando al arbitrio de las leyes del mercado, ya que la política parece seguir un camino de disgregación opuesto al de la lógica del mercado caracterizada por la concentración de capitales y las fusiones empresariales. Todo lo que venimos planteando tiene consecuencias para las mujeres, porque los procesos de globalización en sus diversas dimensiones no son neutrales con respecto al género como se desprende muchas veces de las corrientes predominantes de análisis. 




			



			





	    	2. El género en la globalización




			







			De manera creciente vamos disponiendo de datos fidedignos sobre la condición de las mujeres a escala planetaria que muestran la violencia estructural que éstas sufren en tiempos de paz y de guerra. Violencia endémica que se ejerce tanto en ámbitos domésticos como públicos. Violencia física, psicológica y material que se teje minuciosamente y se retroalimenta a través de las relaciones interpersonales en los hogares, el mercado de trabajo, los ordenamientos jurídicos, las obligaciones del parentesco, la vida de las comunidades, y la apropiación de los frutos de su trabajo en el marco de sociedades interconectadas y asimétricas (Amnistía Internacional, 2004). La teorización del género como categoría analítica es central para el conocimiento de cómo se producen y reproducen estos fenómenos y, a la vez, las estrategias para su transformación. Al hablar de género me refiero a la divisoria socialmente impuesta y jerárquica que surge de las relaciones de poder entre hombres y mujeres y que asigna espacios, tareas, deseos, derechos, obligaciones y prestigio. Estas asignaciones y mandatos definen y constriñen las posibilidades de acción de los sujetos y su acceso a los recursos. Estos procesos y relaciones se expresan de distintos modos en contextos históricos, económicos y socioculturales. Son estos contextos que dan contenido a las normas, representaciones, división de tareas, expectativas, ideologías y símbolos como componentes de género. Al mismo tiempo, la construcción de género como expresión de las relaciones de poder y desigualdad es transversal a los procesos socioeconómicos, políticos, religiosos y jurídicos de toda sociedad (Maquieira, 2001). A su vez, atraviesa otras divisiones sociales tales como la clase, la edad, la orientación sexual, la posición en el orden mundial y también las identidades nacionales, étnicas y religiosas. De este modo, la diferencia de género no es ontológicamente previa a la estructura social, sino una diferencia de resultado que nos sitúa ante una doble tarea: por una parte, desarrollar instrumentos analíticos que hagan posible la comprensión de la experiencia específica de las mujeres en todo el entramado socioestructural, y, por otra, combatir sus consecuencias y la propia construcción de género como producto de las relaciones de poder y desigualdad (op. cit.: 167). 




			Como hemos visto en el apartado anterior, vivimos tiempos de emergencia de nuevas y viejas identidades y de sus reivindicaciones en clave cultural. Esta cuestión es muy relevante para el feminismo como elaboración teórica y como práctica política y, por tanto, para las mujeres como actores sociales. Estas identidades multirreferenciales suponen diversos modos de elaborar y reivindicar las formas de pertenencia, sus anclajes en la realidad y elaboraciones de sentido y por tanto complejos procesos de identificación con modelos de vida, valores, grupos sociales y comunidades políticas, étnicas, culturales y religiosas en el marco de relaciones sociales de poder y de asimetría en un mundo interconectado. Las fragmentaciones aludidas pueden tener consecuencias para el feminismo como movimiento emancipador en la medida en que fragmenta la constitución de las mujeres como sujeto político y, más aún, cuando la utilización de la diferencia cultural se erige como frontera infranqueable y, a la vez, como soporte incontestado de la desigualdad. 




			Al hablar de identidades solemos insistir en las identificaciones, pero parece clave en el caso de las mujeres atender también a los procesos de des-identificación. Como ha señalado Celia Amorós, «para las mujeres emanciparse con respecto a su situación de subordinación pasa necesariamente por un proceso en el que pongan en cuestión la diferencia genérica que les ha sido asignada como una construcción —política, cultural, simbólica— a la que no quieren estar sujetas y de la cual, en esa misma medida, se des-identifican» (1997: 19). Esto supone una capacidad crítica de distanciamiento, de objetivación, de tantear alternativas y redefiniciones, de interpelar y discutir los discursos hegemónicos, de reinterpretar las situaciones dadas y recrearlas confiriéndoles un nuevo sentido. Considera Amorós que la definición de sujeto consiste precisamente en esa capacidad de acción interpretativa y de recreación de las significaciones dadas (op. cit.: 20). Desde una perspectiva antropológica hemos estudiado en una investigación anterior la emergencia de nuevos valores, significados y rupturas con respecto a un modelo hegemónico de las relaciones de género que supone procesos de des-identificación respeto a las formas heredadas y presentes en las instituciones en las cuales viven los/las actores sociales. Estos procesos que no están exentos de conflictos y negociaciones de los sujetos en la acción social implican, a su vez, la elaboración de nuevas imágenes de un mundo deseado, nuevos valores, de nuevas identidades y prácticas institucionales. Procesos que, al mismo tiempo, conectan con la necesidad de superar la socialización temprana como instrumento de la reproducción de la desigualdad a través de nuevas socializaciones que se desarrollan a lo largo del ciclo vital y en las que la conciencia de la desigualdad es una fuerza motriz en la superación del peso de la naturalización de las diferencias y de los roles impuestos (Del Valle et al., 2002). 




			Por tanto, desde el punto de vista personal y de la acción colectiva, la des-identificación supone la distancia crítica, la redefinición y la transgresión de la normativa esencialista de género. Si bien las identidades pueden ser funcionales o estratégicas en la lucha emancipatoria, la garantía contra la reificación de las identidades reside en el propio proyecto emancipatorio en cuyo proceso se transforman y se redefinen permanentemente en la medida en que cambian los objetivos y limitaciones en las diversas circunstancias históricas y socioculturales. Supone recorrer el camino que va desde la «identidad de resistencia» a la «identidad proyecto», en palabras de Manuel Castells, para quien la identidad proyecto preserva de la deriva esencialista y fundamentalista y que tiene su expresión más acabada en el movimiento feminista en cuanto cuestionamiento radical del orden patriarcal, ya que supone la transformación de la identidad alienada de las mujeres definidas desde los varones y enraizada en el conjunto de la organización social (Castells, 1998). 




			A partir de la consideración de los sistemas de género como sistemas de poder y desigualdad que asignan espacios, tiempos y actividades y se acompañan de representaciones simbólicas que condicionan el acceso de las mujeres a los recursos en un sentido amplio, se han analizado los vínculos sistemáticos entre la expansión de la producción, el mercado y las finanzas, por un lado, y el incremento del sector informal desempeñado por las mujeres, la precariedad del empleo, la segmentación de género del mercado laboral y los altos niveles de inmigración femenina, por otro (Pyle y Ward, 2003). Un nutrido número de investigaciones muestran que, pese al ingreso masivo de las mujeres en el mercado laboral, la progresión de ellas a las filas de los más pobres no ha disminuido y el término «feminización de la pobreza» ha pasado a formar parte del vocabulario común de Naciones Unidas, de los Informes de otros organismos internacionales y de la investigación académica. Aunque las estadísticas varían, se estima que las mujeres son el 60 o 70% de los pobres del mundo. La relación entre la pobreza como un fenómeno multidimensional y la desventaja de género ha avanzado de manera considerable atendiendo a la diversidad de tipos de hogares, contextos ecológicos e impacto de las economías globales sobre los ámbitos locales. También se ha puesto de relieve que esta pobreza específica es consecuencia de la falta de poder y control sobre las decisiones importantes que afectan a la vida de cada sujeto y se destaca la incidencia del sistema sociocultural androcéntrico, las normas de las comunidades e instituciones locales que impiden a las mujeres tomar decisiones que son vitales para la supervivencia de los hogares, para sus condiciones de existencia y para transformar la enorme carga de trabajo en recursos propios (Molyneux y Razavi, 2002; Bifani, 2003: 214; Rai, 2002: 198-216). 




			La persistencia de la segmentación de género del mercado laboral en el marco de la globalización neoliberal induce a una preferencia por la fuerza laboral femenina cuya incorporación se produce en condiciones de precariedad, flexibilidad y desprotección social. Situación de «permanente interinidad» como ha señalado Celia Amorós (2008: 173). Esta circunstancia no es ajena a la división del trabajo en los hogares que condiciona la entrada, permanencia y condiciones que el mercado laboral impone a las mujeres. Se produce, por tanto, una acumulación «genérica» del capital que se retroalimenta de los dividendos patriarcales producidos en las relaciones interpersonales, en los hogares, en las comunidades locales y los Estados como consecuencia de las prescripciones sobre el lugar que las mujeres han de ocupar y el alargamiento del tiempo de trabajo oculto dedicado a las tareas de reproducción social en sentido amplio y el cuidado a los demás. Este alargamiento del tiempo que varía según los contextos, las áreas del mundo, las coyunturas económicas y la ausencia o disminución de políticas públicas, tiene en común la construcción de la identidad adscriptiva de las mujeres, uno de cuyos ejes es el valor del tiempo para otros, cuyas consecuencias se manifiestan en el deterioro de su salud, integridad y seguridad. Sin embargo, los obstáculos conceptuales, empíricos y políticos, tanto en los ámbitos internacionales como nacionales, sobre la medición de los usos diferenciales del tiempo, que María Ángeles Durán (2000, 2003, 2006) ha puesto de manifiesto, revelan la resistencia a la innovación en el marco de las fronteras disciplinares y la supremacía de indicadores dudosos de crecimiento económico y progreso alejados de un modelo de desarrollo basado en el bienestar de las personas y de manera especial de las mujeres que viven una sobrecarga de trabajo en peores condiciones. 




			Del mismo modo, cabe señalar que las relaciones sociales de desigualdad que se ponen en juego en los procesos de globalización persisten en hacer gravitar las relaciones de poder en relaciones de fuerza y violencia en el devenir de la humanidad a escala planetaria. La guerra tiene múltiples implicaciones para las mujeres. Sobre ellas recae no sólo la sobrecarga de las tareas productivas, reproductivas y de supervivencia, sino que, además, ellas se han convertido en objeto de violencia sexual en el contexto de las contiendas bélicas tanto entre países como entre grupos étnicos en el interior de un mismo país. La violencia contra las mujeres como arma de subyugación, humillación política y venganza política ha comenzado a despertar interés a partir de la guerra en la ex Yugoslavia. Esta guerra que se libra sobre los cuerpos de las mujeres les ocasiona en muchos casos la muerte física, en muchos otros deterioros físicos y psicológicos irreparables, y en la mayoría de los casos la muerte social en sus propias comunidades una vez superado el conflicto armado porque sobre ellas recae la culpa, el estigma y la deshonra de su familia. Este fenómeno requiere ser estudiado y visibilizado en toda su magnitud, ya que los informes que comienzan a producirse señalan también que en tiempos de guerra la violencia contra las mujeres aumenta en el ámbito familiar y doméstico y aumenta aún después de cesar las hostilidades debido a la disponibilidad de armas y a que la violencia ejercida por los varones se convierte en algo socialmente aceptado (Amnistía Internacional, 2005). Asimismo, se registra el ejercicio de la violencia contra las mujeres en sociedades que acaban de superar un conflicto armado por parte de las fuerzas militares internacionales encargadas del mantenimiento de la paz (Amnistía Internacional, 2004: 83). La recurrencia de la violación y la violencia en todas sus formas como efecto colateral y como instrumento político hace afirmar a Fred Halliday que «aún está por escribirse la historia de las guerras mundiales como conflictos de género» (2002: 190). Mientras este cambio en el conocimiento no se produzca y persistan las prácticas mencionadas, los procedimientos y acuerdos de paz no serán tales. 




			Lo que venimos planteando revela que las características de la globalización mencionadas en el apartado anterior adquieren otras dimensiones y acentúan sus paradojas si se las contempla desde la perspectiva de género. Así, por ejemplo, la reorganización del tiempo, que es una de las características atribuidas a los procesos de globalización como consecuencia de las tecnologías de la comunicación y los transportes, genera una compresión del mismo y, a la vez, su alargamiento si se tiene en cuenta el trabajo de las mujeres en toda su extensión y no sólo en términos del empleo regulado. La permeabilidad de las fronteras o su disolución no es tal al constatar el mantenimiento de las fronteras de género, fronteras vigiladas que dividen dos mundos con un enorme diferencial de renta, poder y autoridad. El término «des-territorialización», que, como hemos visto, es utilizado para indicar la descentralización espacial de los procesos productivos, políticos y de consumo, así como la movilidad de los capitales y las finanzas en busca de inversiones más rentables, ha de contemplarse también, desde la antropología feminista, como el desplazamiento material y simbólico de las mujeres y la transgresión de las representaciones y actividades asignadas por los sistemas de género de una manera fija a unos espacios determinados. Así, la dialéctica des-territorialización/territorialización con respecto a la desigualdad de género se presenta de una manera inestable y contradictoria como consecuencia de los procesos de globalización en su vertiente económica, política, cultural e ideológica. En este sentido, cobra interés el estudio de las consecuencias estructurales de la delimitación de los espacios, tiempos y actividades, así como las ideologías legitimadoras, sean éstas de carácter biológico, religioso, filosófico o cultural, que fijan de manera esencialista e inmutable el lugar que hombres y mujeres han de ocupar en la estructura social y que intervienen en la conflictiva relación dialéctica entre las economías políticas globales y locales. Asimismo, es necesario el conocimiento de cómo se construye el acceso diferencial a los recursos por parte de hombres y mujeres a través de las instituciones a nivel local, regional y supranacional. Dadas las características multidimensionales de la globalización y su carácter histórico, contradictorio y contestado, es clave el estudio de las estrategias desarrolladas por las mujeres para impugnar el orden existente, su capacidad de maniobra en contextos específicos, pero también las fuerzas que constriñen su acción y que reproducen la desigualdad. Es importante asimismo generar desde estudios detallados nuevas categorías que hagan visible lo que aún permanece oculto en relación con la violencia que sufren las mujeres que permitan redefinir las doctrinas de seguridad y resolución de conflictos en aras de la consecución de la paz. 




			Todo lo que se ha venido planteando hasta aquí sitúa los derechos de las mujeres como derechos humanos en el centro del debate de la globalización, cuestiones a las que me referiré en el siguiente apartado. 




			



		





	    	3. Globalización y derechos humanos de las mujeres




			



			





			Para algunos autores, globalización y derechos humanos son dos realidades antitéticas. En este sentido, Javier de Lucas (2003) señala que hay una usurpación del discurso universalista por la ideología de la globalización. A su juicio, una de las trampas que encierra el discurso de la globalización es que pretende presentar como sinónimos globalización y universalización. En su opinión, el modelo de globalización tal y como se desarrolla en la actualidad no es compatible con el proyecto de universalidad, con la lógica de los derechos humanos como progreso moral y como ideal emancipador: 




			



			 






			El discurso de la globalización, en lo relativo a los derechos, en lugar de ser un movimiento de universalización se traduce en el progresivo condicionamiento de los mismos: mientras los sujetos universales de la globalización (el tráfico de mercancías y el flujo de capital financiero, básicamente) mejoran, el resto de la población sufre crecientes restricciones en la titularidad de los derechos (2003: 35). 




			



			 






			Desde posiciones feministas se argumenta a favor de la relación entre lo global y lo universal. Sylvia Walby considera que la apelación a la noción de derechos humanos universales se ha revigorizado por el desarrollo de instituciones globales. Este reclamo depende no sólo de unos principios filosóficos y antropológicos comunes y aceptados, sino también de una serie de mecanismos institucionales que les dan expresión práctica. Este conjunto de prácticas institucionales, de nuevas formas de comunicación y de acción política que buscan la justicia está aumentando con la globalización (Walby, 2001). Probablemente, ambas posiciones no son del todo antitéticas. Revelan dos modos de entender la globalización y ponen el énfasis en unos procesos u otros. En la primera, el énfasis se pone en la globalización económica y particularmente en la denuncia del modelo neoliberal imperante cuya instancia crítica reside en los ideales emancipatorios de los derechos humanos. En la segunda, el énfasis está en la circulación de ideas y valores, en la acción inédita de un sistema tecnológico de información, telecomunicación y transporte, en la acción política transnacional, y en la expansión e interconexión de mecanismos institucionales que generan nuevos espacios y garantías jurídicas. En ambas posiciones se apela a la universalidad de los derechos humanos y, aunque no son antitéticas en cuanto al horizonte crítico y la búsqueda de una universalidad efectiva, sin embargo, en la posición de Walby, la globalización no es la antítesis de los derechos humanos, sino que es el contexto y el ámbito de posibilidad en el que se vigoriza la búsqueda de la justicia, el aumento de redes de conciencia global y de marcos institucionales multilaterales. Esta idea es expresada también por la antropóloga Kirsten Hastrup, en una formulación que comparto, cuando afirma que: «la lección actual es que la cultura de los derechos humanos es parte del momento histórico: expresa tanto una cuestión global como una reacción frente a dichos procesos» (Hastrup, 2001b: 11). 




			También esta autora resalta la importancia de la historia y la agencia humana como articulación entre globalización y derechos humanos porque, a su juicio, la globalización en determinadas teorizaciones se ha tornado una suerte de «globalismo». Al igual que el orientalismo, el globalismo permanece como una perspectiva ajena al mundo sostenido por un realismo metafísico que niega la historicidad y la agencia humana. No hay agentes responsables en una visión globalista del mundo. Por este motivo es importante, como ha señalado García Canclini, reconocer el «soporte humano» de estos procesos porque evita el reduccionismo de los movimientos económicos a flujos anónimos que afianzan la doctrina neoliberal que afirma al mismo tiempo la libertad y la fatalidad de los mercados. Asimismo, defiende este autor que incluir el papel de las personas evita el coste de aislar a la economía de un diálogo fructífero con las teorías sociológicas y antropológicas y, a la vez, permite dar cuenta de: «el drama, la responsabilidad y la posibilidad de reorientar el itinerario» (García Canclini, 2008: 63). 




			Del mismo modo, es importante contemplar los derechos humanos como un producto histórico, consecuencia de la acción humana, cambiantes y por tanto como proceso inacabado. La historia de los derechos humanos es larga y compleja, tanto en lo referente al plano de la lucha política como a la lucha por las ideas, porque nunca han estado ni están al margen de las relaciones sociales de desigualdad. Desde las últimas décadas del siglo XX, el sistema de derechos humanos, entendido en términos de discursos, prácticas e instituciones, se ha convertido en el lenguaje predominante de la justicia social a escala planetaria. Es en este marco donde surgen nuevos actores sociales que demandan ser escuchados en la escena mundial y local y, al reivindicar su inclusión como titulares de derechos, ponen de manifiesto las contradicciones entre los ideales abstractos y la realidad, las contradicciones y tensiones entre las mismas formulaciones de los derechos y, a la vez, pretenden redefinir sus contenidos y el sistema en su conjunto. En este sentido, la antropóloga Ellen Messer considera que el marco de los derechos humanos de Naciones Unidas ha cambiado profundamente en los últimos cincuenta años. Ha cambiado desde la protección de los individuos del poder de los Estados y la protección de los Estados emergentes de los abusos coloniales a la protección de las personas de los efectos de las políticas económicas, así como de las minorías étnicas en el interior de los Estados, incluyendo la aceptación de los derechos colectivos. Considera que el sistema de Naciones Unidas se ha hecho más flexible y más plural en respuesta a lo largo del tiempo (Messer, 1997: 295, 299). 




			Otro de los aspectos que vincula la globalización a los derechos humanos tiene que ver con el surgimiento de nuevas necesidades y realidades surgidas del proceso de globalización y de los cambios sociales, políticos y tecnológicos relativamente recientes que no pueden ser satisfechos en el marco limitado del Estado-nación. El derecho a la libre circulación de las personas, el deterioro ambiental, la justicia internacional, la paz, el desarrollo, la seguridad alimentaria, por mencionar sólo algunos de los más acuciantes, sólo podrán ser efectivos en nuevos escenarios políticos y, aunque sus efectos se hacen sentir en los contextos locales y nacionales, requieren de análisis, formulaciones, pactos y soluciones a nivel global. 




			Lo que hoy denominamos sistema de Naciones Unidas comenzó a fraguarse como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial y el Holocausto con el fin de diseñar y poner en práctica medidas que pudieran evitar en el futuro catástrofes similares, y dio origen a una legalidad internacional que garantizara las libertades de los individuos, la igualdad y la paz. Pronto se llegó a comprender que para alcanzar la paz y el progreso de las naciones era necesario que en cada país estuvieran garantizados los principios básicos de libertad y justicia. La Declaración Universal de los Derechos Humanos aprobada en 1948 es heredera de la Ilustración, de los ideales de la Revolución Francesa y de los principios de la Declaración de la Independencia Americana. La Declaración enumera y define en su articulado una serie de derechos inherentes a la persona; los relativos a la protección y seguridad; los relativos a la vida política; los de contenido económico y social y los relacionados con la vida jurídica de las personas. Enumera y define, así, los más importantes derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. La afirmación de que «Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y en derechos [...] sin distinción alguna de raza, color, sexo, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento...» establecida en los artículos primero y segundo respectivamente de la Declaración, expresa una ideología que sostiene la equivalencia entre todos los seres humanos, el mismo valor y la libertad. En la historia contemporánea, estos principios han posibilitado, como hemos visto, la expansión de los derechos humanos como consecuencia de la acción colectiva de los movimientos sociales y las reformulaciones conceptuales que necesariamente preceden y/o acompañan a las prácticas sociales de carácter transformador. 




			Por este motivo, no se pueden desconocer las características de los procesos de globalización iniciados en la segunda mitad del siglo XX con la conjunción de los cambios operados en los mercados financieros, económicos, y de las tecnologías de la comunicación, que distinguen a este período de lo que ocurrió en las etapas colonialista e imperialista. Al mismo tiempo, la Declaración de 1948 marca también un hito en la nueva configuración de lo global, ya que es un modo de imaginar el mundo, y así gradualmente hacerlo real. Como ha señalado la antropóloga Hastrup «El deseo común de vivir libres de los horrores de la violencia, el hambre, la tortura, la enfermedad y la discriminación es indicación de la humanidad compartida y, a la vez, fundamentación y aspiración de los derechos humanos. El lenguaje de los derechos humanos supone la ambición de universalizar la justicia y la igualdad [...], plantea un modo de imaginar el mundo y así gradualmente hacerlo real [...] y en este sentido forman parte de la complejidad del mundo actual y de las posibilidades de su transformación» (Hastrup, 2001a: 21). 




			A menudo se utilizan indistintamente las expresiones «derechos humanos» y «derechos de ciudadanía», por esta razón Cristina Sánchez distingue entre unos y otros con el fin de aclarar a qué tipo de derechos nos estamos refiriendo y si hay diferencias sustantivas entre ambos. La autora señala que los derechos humanos se caracterizan por una serie de notas distintivas respecto a otro tipo de derechos: son universales (todas las personas son titulares de los mismos, con independencia de su vinculación o no a un Estado y de rasgos como el sexo, la raza o la religión), y son inalienables e irrenunciables. Implican un acuerdo, una exigencia de homogeneidad moral respecto de los mismos. Como señaló Hannah Arendt, el principal derecho humano, que fundamenta todos los demás, es el «derecho a tener derechos» como derecho básico, anterior a otros. 




			Los derechos humanos, a su vez, han pasado por diferentes etapas en su proceso de expansión: positivación, es decir, la plasmación en textos legales; generalización, que supone la extensión de los sujetos titulares de los mismos; internacionalización, a partir de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la ONU en 1948, que los muestra tendencialmente universales y revela un consenso sobre el contenido de los mismos; especificación, que supone el reconocimiento de diferencias específicas de grupos en los que se insertan las personas: derechos de las minorías/derechos de grupos. Por el contrario, prosigue la autora, los derechos de ciudadanía no son objeto de titularidad universal, sino que son específicos de aquellas personas que tienen un estatus: derechos de los/las ciudadanos/as. Se caracterizan por su exclusividad. Si el reconocimiento de la persona en cuanto tal es lo que la hace ser titular de los derechos humanos, el reconocimiento de la persona en la comunidad la hace ser titular de los derechos de ciudadanía y por tanto es la comunidad la que va a decidir las características que debe poseer la persona, el individuo, para obtener la membresía en los derechos. En este sentido, la dialéctica inclusión/exclusión aparece como elemento configurador del espacio político (Sánchez, 2003: 19-20). 




			La larga historia del movimiento feminista no podía dejar de encontrarse con el nuevo sistema de derechos humanos incorporando las demandas históricas de las mujeres y el caudal de conocimiento generado por el feminismo como movimiento transformador de las relaciones sociales de género. Porque como ha señalado Amelia Valcárcel «el feminismo es un universalismo de raíz ilustrada que ha dirimido siempre su agenda política con la ayuda de las declaraciones universales» (2008: 298). Elisabeth Jelin sintetiza la relación entre el movimiento de mujeres y los derechos humanos en este momento histórico de la siguiente manera: frente a las mujeres sin derechos humanos, el camino es obtener los derechos humanos para esas mujeres; las mujeres por los derechos humanos y en los movimientos de los derechos humanos como participantes de una lucha democratizadora que amplíe el reconocimiento del derecho universal a tener derechos; las mujeres ante los derechos humanos supone el desafío mayor porque requiere una participación activa en la redefinición permanente del concepto mismo de derechos humanos, los supuestos del discurso de derechos con una permanente contextualización en los sistemas de relaciones sociales, especialmente las relaciones de género, que supone, a su juicio, superar el encuadre androcéntrico y occidental originario, sin por ello abandonar los ideales de libertad y equidad que los inspiran (Jelin, 1994: 21, cursivas de la autora). 




			Por lo que venimos planteando, la expresión «derechos humanos de las mujeres» parecería una redundancia. Sin embargo, ganó terreno en la crítica feminista y en los movimientos de mujeres en distintas partes del globo en los años 80 para indicar la importancia de utilizar el marco de los derechos humanos para hacer avanzar los derechos de las mujeres. En lugar de reclamar derechos como mujeres, reclamaron los derechos humanos de la mitad de la humanidad (Bunch, 1995). En este sentido, esta expresión indica también que la prueba del ideal civilizatorio de los derechos humanos está unido a la lucha por la igualdad de derechos de las mujeres. El eslogan formaba parte de una estrategia para el cambio de la desigualdad de género tanto en el ámbito conceptual como político y que implicaba la articulación de los distintos lugares del cambio tanto en los ámbitos locales, estatales, regionales como en los espacios de los organismos internacionales. Haré referencia a tres de estas estrategias: el movimiento feminista global; la visibilidad de las mujeres en los derechos civiles, políticos y socioeconómicos, y la creación de mecanismos legales en contra de la discriminación sexual. Aunque se mencionan separadamente, se han dado y se dan de manera combinada y tampoco excluyen otras avenidas de cambio en este proceso inacabado. 




			Con respecto al movimiento feminista global, es importante señalar que la celebración de los encuentros internacionales auspiciados por Naciones Unidas en la denominada Década de la Mujer (México, 1975; Copenhague, 1980; Nairobi, 1985) fueron la consecuencia de las demandas feministas y, a la vez, constituyeron la estructura de oportunidad de ampliar las bases del movimiento, sus formas organizativas, y transformar la agenda política a nivel internacional. La entrada del movimiento amplio de mujeres en este nuevo espacio abierto por Naciones Unidas no se limitó exclusivamente a las Conferencias sobre la Mujer, sino que su impacto fue muy notable en la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993, así como en muchas otras dedicadas a la Educación, al Medio Ambiente, Desarrollo y Población celebradas en los años 90 donde la igualdad de género aparece como una cuestión clave en la reorientación y concepto sobre el desarrollo y sus problemas más acuciantes. No obstante, probablemente sea la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres, Acción para la Igualdad, el Desarrollo y la Paz celebrada en Beijing en 1995 la que dio a conocer a escala planetaria el alcance político de las demandas de las mujeres, y de las redes como forma organizativa de los movimientos sociales. Esta organización reticular permitió el trasvase de información, de toma de decisiones, de elaboración de propuestas y documentos, y articuló un movimiento global desde las necesidades sentidas en los ámbitos locales de distintos rincones del mundo con las negociaciones políticas a nivel estatal, regional e internacional. El proceso preparatorio fue una oportunidad para la movilización de las mujeres en los distintos continentes y el surgimiento de muchas organizaciones no gubernamentales asiáticas, africanas y latinoamericanas que veían en este evento una esperanza para el cambio de sus condiciones de vida. Se incorporaron nuevos sectores de mujeres hasta entonces no organizadas y el carácter masivo de esta movilización junto a la legitimación del evento influyó en las élites políticas de países donde los derechos de las mujeres eran una cuestión postergada o negada (Maquieira, 1996). 




			En este sentido, puede afirmarse que el proceso fue el resultado del consenso de las mujeres a escala planetaria teniendo en cuenta las condiciones de su diversidad tanto económica como ideológica, de opción sexual, de edad, de origen étnico, religioso y de posición en el orden mundial sobre los principales problemas comunes de la desigualdad de género y las soluciones para afrontarla. La Plataforma para la Acción adoptada en la Conferencia de Beijing, si bien no tiene naturaleza jurídica, supuso un hito en la política internacional de género al asumir que el «empoderamiento» de las mujeres y la igualdad entre hombres y mujeres son condiciones indispensables para lograr la seguridad política, social, económica, cultural y ecológica entre todos los pueblos y por tanto era necesario abordar esta desigualdad con estrategias globales. No obstante, cabe señalar que las cuestiones más polémicas en la cumbre oficial fueron las referidas a los derechos sexuales y reproductivos que finalmente fueron excluidos del documento consensuado, el concepto de género como superador de la diferencia entre hombres y mujeres anclado en la biología y el debate sobre la especificidad cultural. El informe final, la denominada Plataforma para la Acción, contiene una descripción detallada de los problemas más relevantes de las desigualdades de género, las causas de la subordinación de las mujeres, y objetivos y medidas para el logro de la igualdad. Objetivos que siguen siendo objeto de evaluación en encuentros mundiales por las delegaciones oficiales de los países miembros y también con la participación de las diversas redes del movimiento de mujeres y organizaciones no gubernamentales. A partir de estos exámenes se constata la persistencia de la desigualdad de las mujeres según los indicadores de pobreza, violencia, educación, salud, incidencia del SIDA, poder político y trabajo remunerado, como hemos indicado en el apartado anterior. 




			A pesar de la importancia de estas cumbres mundiales, el movimiento de los derechos de las mujeres como derechos humanos abordó desde sus inicios la exclusión de las mujeres de la corriente principal de la ley internacional. La doctrina de la separación y clasificación de los derechos por tipos o «generaciones» ha polarizado las discusiones sobre la prioridad de unos y otros en la escena internacional hasta nuestros días. Así, los países del Norte han dado preferencia a los derechos civiles y políticos, mientras que los países menos desarrollados o aquellos que no han estado situados bajo la hegemonía capitalista durante la Guerra Fría han puesto énfasis en los derechos sociales, económicos y culturales. Desde los años 70, la crítica feminista en el ámbito de los derechos humanos defendió la indivisibilidad de los derechos como un modo de abordar de manera integral la desigualdad de género. Más aún, se ha señalado que las diversas generaciones de derechos tienen en común la exclusión de la experiencia de las mujeres y por ello esta inclusión no es agregar mujeres y «revolver» sino agregar para transformar (Charlesworth, 1995: 106), como veremos a continuación. 




			La visibilidad de las mujeres en los derechos civiles, políticos y socioeconómicos ha sido otra de las estrategias de inclusión de las mujeres en el marco de los derechos humanos. Uno de los cuestionamientos que se han llevado a cabo se refiere al propio organigrama de la ONU, el peso y prestigio otorgado a determinadas Comisiones frente a otras, los recursos y mecanismos previstos para el cumplimiento de los diferentes acuerdos normativos y el carácter vinculante o no vinculante de los textos emanados. Así, por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el Protocolo Facultativo de este último tienen carácter vinculante, mientras no es éste el caso para las Declaraciones que no generan obligaciones jurídicas respecto a su cumplimiento, y menos aún una Plataforma para la Acción, como hemos señalado anteriormente. Se ha puesto de manifiesto que durante los largos años de la Guerra Fría, la consideración de los derechos humanos estuvo confinada a la batalla entre la divisoria europea de Este/Oeste y, de modo más general, la batalla entre los países capitalistas y los países comunistas. En este contexto, la opresión de las mujeres no fue considerada como una cuestión política, por lo cual la desigualdad de género y la violencia ejercida contra ellas estaba excluida de la agenda de los derechos humanos. De este modo, las prácticas vejatorias cometidas contra las mujeres no formaron parte de los tratados y acuerdos sobre la paz, la integridad territorial o las relaciones internacionales (Bunch, 1995). La violencia contra las mujeres como violación de los derechos humanos no se hizo visible hasta la Conferencia de Viena sobre Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993. El reclamo por la voz y la presencia de las mujeres no sólo se refiere a las formulaciones normativas, sino también al funcionamiento mismo de Naciones Unidas. Se denuncia el énfasis por parte de la ONU en balancear la representación ideológica y geográfica como un modo de equilibrio de los intereses políticos y geoestratégicos y como muestra de democratización del propio sistema. Sin embargo, no se atiende a la necesidad de democratización en clave paritaria. Las mujeres quedan así ausentes de los grandes temas que ocupan la agenda internacional y global y, a su vez, las cuestiones relativas a la igualdad de género tampoco atraviesan dichos temas (Charlesworth, 1995). 




			La crítica feminista a la dicotomía público/privado como una representación de las relaciones de género inscrita en las corrientes principales del pensamiento occidental y, por consiguiente, tanto del liberalismo tradicional como moderno, es otra de las cuestiones críticas que tiene importantes consecuencias tanto en la formulación de los derechos como en las prácticas políticas. A partir de esta dicotomía se instauró en el siglo XVIII la desigualdad de derechos entre hombres y mujeres y ellas quedaron excluidas como titulares de los mismos al ubicarlas en el ámbito naturalizado de la domesticidad. La desigualdad de derechos se tradujo también en una concepción cultural específica acerca de los comportamientos normativos para varones y mujeres tanto en el hogar como fuera de él. Esta elaboración cultural constituyó la base de una serie de ideas acerca de la maternidad, la paternidad, la familia, la sexualidad y el trabajo que han sobrevivido hasta nuestros días bajo diversos lenguajes tanto en el corpus predominante de las diversas disciplinas académicas como en el modo de organizar la vida social. Como ha señalado Elena Beltrán, la idea de mantener el ámbito de la vida doméstica fuera de la intervención estatal y la supuesta neutralidad del Estado en relación con esta esfera no dejan de ser una ficción completamente alejada de lo que ha sido la regulación y control jurídico de la familia y la reproducción que no ha sido más que un refuerzo del patriarcado. Pero también esta ficción ha sido útil para obstaculizar la intervención de las leyes en los temas como violaciones o malos tratos (Beltrán, 2001: 95). 




			Estas consideraciones están en la base de la redefinición de los derechos civiles, políticos socioeconómicos y culturales y de las políticas de los Estados miembros en relación con la discriminación de las mujeres y las medidas que han de adoptarse sobre las distintas formas de violencia que se ejercen sobre ellas contemplando la que se ejerce en la esfera doméstica y/o de las relaciones familiares como violación de aquellos derechos humanos básicos. En cuanto a la responsabilidad estatal, se ha mostrado cómo la distinción entre el abuso privado y el abuso público es una dicotomía usada a menudo para justificar la subordinación de las mujeres y excluir del escrutinio público los abusos de los derechos humanos en la familia. Sin analizar la vinculación entre ambas esferas no es posible detectar las restricciones de los derechos de las mujeres en el ámbito privado y cómo esto incide en la imposibilidad de participar plenamente en la arena pública. Del mismo modo, sin considerar el carácter político de lo que se considera el ámbito privado de la familia o esfera doméstica es imposible tipificar las restricciones a la movilidad de las mujeres por las normas que rigen en el ámbito familiar al mismo nivel de las penalizaciones que rigen en el caso de los Estados que no permiten salir a sus ciudadanos de su territorio, y, sin embargo, sólo en este último se esgrime como una violación de los derechos, mientras que no es así en el primer caso. Contemplada la opresión de las mujeres como un asunto político y la construcción ideológica de la dicotomía público/privado, se cuestiona el contenido del Pacto relativo a los derechos civiles y políticos y se han podido examinar los tratados sobre el derecho a la vida, sobre la tortura, la esclavitud, el trato cruel o la servidumbre a través de la lente de la desigualdad de género y la violación de los derechos humanos de las mujeres y de las niñas. Muchos de los abusos registrados son parte de un amplio entramado socioeconómico y cultural. Ésta es la razón por la que la indivisibilidad de los derechos y la reivindicación del derecho al alimento, a la salud, al trabajo, y a un orden social e internacional en el que los derechos y libertades se hagan efectivos tal y como se establece en la Declaración de 1948, se han considerado cruciales para abordar las condiciones de vida de las mujeres. 




			La tercera de las estrategias para el cambio de las condiciones de vida de las mujeres ha sido la creación de nuevos mecanismos legales que tengan como objetivo prioritario combatir la discriminación por razón de sexo. Estos esfuerzos se orientan a lograr que las instituciones legales y políticas de ámbito estatal, local e internacional amplíen su responsabilidad y se impliquen en el cumplimiento de este objetivo. El primer ejemplo en el ámbito internacional es la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer cuyas siglas en inglés son CEDAW, y que fue adoptada por la Asamblea de Naciones Unidas en 1979. A través de los treinta artículos de la Convención se ofrece un análisis detallado del significado de la discriminación y los pasos que se deben dar para su erradicación; se incluye una propuesta tanto de la igualdad de oportunidades como de la igualdad de resultados. También se hace un llamamiento a los Estados miembros para que tomen todas las medidas adecuadas con el fin de eliminar la discriminación por parte de cualquier persona, organización o empresa, lo cual implica un reconocimiento de las violaciones de los derechos reconocidos tanto en el ámbito privado como público. No obstante, se ha criticado el carácter limitado con que la Convención diagnostica la violencia, y la falta de claridad acerca de la responsabilidad de los Estados en la eliminación de la violencia de género. En parte, estas limitaciones se han subsanado al menos a nivel discursivo, y como consecuencia del trabajo sostenido del movimiento global de mujeres, en Declaraciones y Convenciones realizadas en los años 90. La CEDAW ha sido y es una oportunidad, dada la legitimidad que supone un documento de estas características emanado de Naciones Unidas, en torno al cual las mujeres pueden organizarse para lograr cambios legales y políticos en diversas regiones del mundo. Pero quizás lo más destacable sea que no hay sanciones previstas para el incumplimiento de la Convención y que recae sobre este instrumento una gran cantidad de reservas formales. La Convención ha sido ratificada por 179 Estados, y de éstos, 53 han hecho reservas formales a algunos de sus artículos. Este tipo de reservas son una medida unilateral por parte de un Estado miembro por la cual excluye o modifica el efecto legal del texto o de ciertas provisiones del tratado en su aplicación. En el caso de la CEDAW, se admiten estas reservas unilaterales aunque sean incompatibles con los fines de la Convención, lo cual contrasta con las reglas adoptadas en otros casos, por ejemplo en la Convención sobre la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD), donde son sometidas a votación las reservas y pueden declararse incompatibles con el objeto de la Convención (Mayer, 1995: 179). Como ha señalado la jurista Ann Stewart en un estudio conmemorativo de los veinticinco años de la CEDAW, las reservas que los distintos países han hecho a ésta se refieren a aspectos sustantivos tales como la igualdad ante la ley, la discriminación en el empleo; los referidos a las medidas políticas activas en contra de la discriminación y el artículo referido a la igualdad de derechos y obligaciones de hombres y mujeres en el matrimonio y las relaciones familiares, así como el referido a los derechos reproductivos de las mujeres. Sobre estas dos últimas cuestiones se ha concentrado el mayor número de reservas (Stewart, 2004: 9). Estas circunstancias desvirtúan la ratificación inicial, suspenden la implementación por parte de los Estados que son parte de la Convención y, por tanto, el cumplimiento de los objetivos propuestos. Gran parte de las reservas formuladas y de la discusión sobre las mismas se esgrimen en términos de la defensa de la particularidad cultural. Una cuestión que ha estado muy presente en muchos otros foros de Naciones Unidas y que vuelve a plantear la tensión entre relativismo y universalismo, como veremos en los siguientes apartados. 
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